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ACCIÓN: efecto de hacer. 
 
ACCIÓN PENAL: es aquella que se ejercita con el propósito de determinar 
responsabilidad criminal. Esta acción deriva del principio de oficiosidad, según el 
cual deben iniciarse de oficio todas las acciones penales, salvo las expresamente 
exceptuadas.  
 
AGENTE: persona que actúa con poder de otra. Persona que interviene en 
servicios de carácter público con la representación del Estado, para lo cual ha sido 
legítimamente nombrada. Persona que interviene en ciertos servicios de carácter 
público. 
 
ALEVOSÍA: previsión para asegurar la comisión de un delito. 
 
AMIGABLE COMPONEDOR: persona elegida por los interesados para la 
resolución de un conflicto de intereses, actual y potencial, de acuerdo con su leal 
saber y entender. Es decir, sin más dictados que su conciencia y sin función 
jurisdiccional porque; al contrario del árbitro; no está llamado a aplicar el derecho, 
sino a decidir la cuestión que le ha sido sometida de acuerdo con lo que estime 
justo en conciencia, dadas las circunstancias del caso concreto. 
 
AMIGABLE COMPOSICIÓN: arreglo de un conflicto de intereses existentes entre 
particulares de acuerdo con el leal saber y entender de amigables componedores 
designados al efecto por los interesados. 
 




AUTORIDAD: órgano público que tiene la facultad de realizar actos de naturaleza 
jurídica que afectan la esfera de los particulares así como imponerles a éstos sus 
determinaciones. 
 
AUTORIDAD ADMINISTRATIVA: es el trabajador quien en representación de un 
órgano administrativo del Estado, es dotado de poder público a través de la ley. 
 
AUTORIDAD JURISDICCIONAL: órganos del Estado o sus representantes, a los 
cuales ha sido otorgada la potestad de ejercer las funciones de aplicación y 
ejecución de las normas jurídicas. 
 
AVERIGUACIÓN PREVIA: conjunto de actividades desempeñadas por el 
Ministerio Público para reunir los requisitos y presupuestos del proceso necesario 
a fin de ejercitar la acción penal. 
 
BIEN JURÍDICO TUTELADO: es la finalidad protectora de la norma penal. Por 
ejemplo.- la salud o la vida. 
 
CONCILIACIÓN: acuerdo celebrado entre quienes se encuentran ante un conflicto 
de intereses, con objeto de evitar un juicio o poner rápido fin a uno ya iniciado (sin 
correr todos los trámites que, en otro caso, serían precisos para concluirlo). En la 
Comisión Nacional de Arbitraje Médico, la conciliación constituye un trámite previo 
al arbitraje. 
 
CULPA: falta, más o menos grave, cometida y conociendo voluntariamente por 
una persona, la cual causa un daño involuntario. 
 
DAÑO: es el deterioro, destrucción, mal, sufrimiento en la persona, cosas o 
valores de alguien que provoca perjuicio. El que cause daño a otro tiene la 
obligación de repararlo.  
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DELITO: acto u omisión sancionado por las leyes penales. 
 
DELITOS CULPOSOS: es el acto u omisión realizado de manera imprudencial o 
no intencional, el cual está sancionado por las leyes penales. 
 
DELITOS DOLOSOS: es el acto u omisión ejecutado de forma intencional, 
sancionado por las leyes penales. 
 
DEMANDA: acto procesal ordinariamente inicial del proceso con el que se plantea 
al juez una cuestión (o varias) para que las resuelva, previos los trámites 
legalmente establecidos, dictando la sentencia que proceda según lo alegado y 
probado. Dada su calidad de acto formal, la demanda está sujeta a requisitos 
predeterminados. Escrito que inicia el juicio y tiene por objeto determinar las 
pretensiones del autor mediante el relato de lo hechos que dan lugar a la acción, 
invocación del derecho que la fundamenta y petición clara de lo que se reclama. 
En materia penal, la iniciación del juicio es diferente; no procede allí la demanda, 
sino la denuncia y la querella. 
 
DENUNCIA: acción y efecto de notificar la comisión de un delito. Comunicación a 
la autoridad competente de una violación a la ley penal perseguible de oficio. 
Documento en que consta dicha notificación. Acto de poner en conocimiento del 
funcionario competente (juez, Ministerio Público o agentes policiales), la comisión 
de un hecho delictuoso del que se hubiere tenido noticia por cualquier medio. 
Noticia de palabra o por escrito dada al Ministerio Público de haberse cometido un 
delito perseguible de oficio. 
 
DEONTOLOGÍA: ciencia que trata de los deberes. 
 
DEONTOLOGÍA MÉDICA: conjunto de reglas que regulan las relaciones de los 
médicos con sus enfermos y la sociedad o entre ellos mismos. 
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DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD: conjunto de prerrogativas en 
favor de los gobernados por medio de las cuales se les reconoce el derecho a 
proteger su salud, como factor indispensable de una vida digna, asignando al 
Estado la responsabilidad de regular los términos en los cuales se dará acceso a 
los servicios de salud. 
 
DERECHO ADMINISTRATIVO: rama de la ciencia jurídica encargada de regular la 
actividad del Estado, los órganos públicos y las relaciones entre la administración 
pública y los particulares.  
 
DERECHO CIVIL: rama de la ciencia jurídica que comprende a las personas, al 
régimen de los bienes, de las obligaciones y los contratos, de la familia y las 
sucesiones, al estado y capacidad de las personas y demás instituciones 
relacionadas. 
 
DERECHO LABORAL: conocido también como Derecho del Trabajo; las normas 
que conforman ésta área del derecho tienen la finalidad de regular las relaciones 
entre trabajadores y patrones, así como los conflictos derivados de dicha relación. 
 
DERECHO PENAL: es el conjunto de normas jurídicas que versan sobre el delito y 
las consecuencias que produce, estas son, la pena y las medidas de seguridad, 
con la finalidad de garantizar del orden social. 
 
DERECHO SOCIAL: el conjunto de normas jurídicas que protegen al individuo 
como integrante de un grupo social identificado por comunes intereses.  
 
DICTAMEN: opinión o juicio emitido por un perito con base en la ciencia o arte que 
domina. 
 
DILIGENCIA JUDICIAL: actividad realizada por un Juez, árbitro, sus auxiliares, las 
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partes o sus representantes, dentro de un determinado proceso.  
 
DOLO: maquinación, artificio o simulación de que se sirve una persona para 
engañar a otra. Tratándose del acto médico lo es  el engaño al paciente o la 
afectación en su salud. 
 
ERROR: concepto equivocado, o juicio falso. 
 
ESTADO DE NECESIDAD: situación de amenaza de los bienes jurídicos de una 
persona, en la cual, con el afán de preservarlos, protegiéndolos no tiene otro 
remedio que atacar los derechos jurídicamente reconocidos de otra persona. 
Ejemplo.- El que invade un domicilio ajeno huyendo de un perro hidrofóbico. 
 
EUTANASIA: muerte asistida por motivos piadosos con el pretexto de procurar 
una muerte tranquila o sin sufrimientos físicos producidos por una enfermedad.  
 
EXCLUYENTE: excepción que justifica la actuación ilícita. 
 
EXPEDIENTE CLÍNICO: conjunto de documentos escritos, gráficos, 
imagenológicos o de cualquier índole, en el cual el personal de salud registra su 
intervención en la atención médica que se brinda al paciente con arreglo a las 
disposiciones sanitarias. 
 
EXTORSIÓN: es la amenaza ejercida sobre una persona para obligarla, contra su 
voluntad, a entregar una cosa, ceder un derecho o realizar un acto determinado. 
 
FUNCIÓN JURISDICCIONAL: acciones realizadas para ejercer la potestad de 
aplicación y ejecución de las normas jurídicas para dirimir controversias.  
 
GARANTÍA INDIVIDUAL: derecho de toda persona, en forma particular o social, y 
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que no puede ser restringido por los gobernantes. Medio jurisdiccional para la 
defensa de los derechos humanos contemplado en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. (v.g. Vida, igualdad, libertad de trabajo, de reunión, de 
circulación, etc.) 
 
HECHO ILÍCITO: conducta contraria al derecho que constituye el antecedente de 
la aplicación de una sanción jurídica.  
 
HOMICIDIO: privación de la vida por una persona. 
 
HOMICIDO SIMPLE INTENCIONAL: privación de la vida por una persona, con 
ausencia de premeditación, ventaja, alevosía o traición.  
 
ILÍCITO: es lo contrario a derecho, lo no permitido o prohibido que produce una 
sanción. 
 
ILÍCITO CIVIL: conducta prohibida y sancionada por el derecho civil. Ejecución de 
un acto por el cual el orden jurídico dispone una sanción. 
 
INDEMNIZACIÓN RETRIBUTIVA O COMPENSATORIA: existe cuando ya no es 
posible cumplir con la prestación debida, entonces se debe entregar a la víctima el 
importe del valor patrimonial que se le afecta. 
 
INDEMNIZACIÓN: cantidad de dinero o cosa entregada a alguien por concepto de 
daños o perjuicios ocasionados en su persona o en sus bienes. 
 
INFRACCIÓN: acción contraria a cualquier norma o precepto legal, de la cual hace 
a quien la realiza acreedor a una sanción. 
 
JURISDICCIÓN: potestad atribuida a un órgano gubernamental para dirimir 
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controversias de trascendencia jurídica, a través de la aplicación y ejecución de 
las normas jurídicas. 
 
LESIONES: cualquier daño que deje huella material en el cuerpo humano. 
 
LEX ARTIS: principios científicos y éticos que orientan la práctica médica. 
 
LUCRO CESANTE: utilidad o ganancia que se dejó de ganar en el tiempo en que 
el dinero ha estado prestado. 
 
LUCRO: provecho o ganancia que se saca de una cosa. 
 
MALA FE: ánimo de perjudicar a alguien. Disimulación del error por parte de quien 
realiza cualquier acto jurídico con el ánimo de obtener una ventaja, aun cuando 
ésta cause un perjuicio a alguien. 
 
MEDIACIÓN: acción y efecto de mediar. Acción dirigida a resolver amistosamente 
un conflicto existente entre partes, emprendida de oficio o a instancia de parte. 
 
MEDIAR: participar secundariamente en un conflicto ajeno con el fin de prestar 
algún servicio a las partes interesadas, principalmente con el fin de reunirlas para 
que de manera directa lleguen a un acuerdo. 
 
MEDIO LABORAL: entorno de trabajo.  
 
MEDIOS ALTERNATIVOS DE RESOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS: vías 
alternativas distintas a la jurisdiccional para resolver controversias. Ejemplos.- la 
conciliación, la mediación y el arbitraje. 
 
MENOSCABO EN LA SALUD: disminución estado físico o mental de las personas. 
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MENOSCABO: merma de una cosa, reducción de una parte. 
 
NEGLIGENCIA: descuido, omisión, o falta de atención en el cumplimiento de las 
obligaciones o en el ejercicio de los derechos inherentes a la prestación de los 
servicios médicos. 
 
NEXO CAUSAL: relación existente entre el acto humano y entre el resultado 
producido. 
 
OBLIGACIÓN: relación jurídica establecida entre dos o más personas o partes, 
por la cual una de ellas se sujeta a una prestación o abstención respecto de otra. 
Su incumplimiento trae como consecuencia una sanción. 
 
OMISIÓN: efecto de no hacer, olvidar, abandonar.  
 
PAGO: cumplimiento normal de una obligación que constituye una forma típica de 
extinción de las obligaciones. También puede consistir en la reparación de una 
ofensa o un agravio. 
 
PENA: sanción jurídica impuesta al culpable de un delito. 
 
PERICIA: conocimiento, sabiduría o habilidad en una ciencia o arte. Habilidad o 
cualidad del experto en alguna cosa. Conocimientos calificados o experiencia 
valiosa en un arte o ciencia.  
 
PERJUICIO: ganancia que ha dejado de obtenerse dando lugar a indemnización. 
Privación de cualquier ganancia lícita que debiera haberse obtenido con el 
cumplimiento de una obligación. 
 
PREMEDITACIÓN: reflexión previa a la Comisión de un delito. 
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PROFESIONISTA: persona que realiza su trabajo ostentando un título académico.  
 
PUNIBLE: todo aquello susceptible de castigo o sanción. 
 
QUERELLA: acto procesal de parte (o del Ministerio Público) mediante el cual se 
ejerce acción penal. Acusación presentada ante un juez o tribunal. Sinónimo de 
queja. 
 
REPARACIÓN DE PERJUICIOS: indemnización entregada por la persona 
responsable de ellos a quien los sufrió. 
 
REPARACIÓN DEL DAÑO: debe consistir, a elección del ofendido, en el 
restablecimiento de la situación anterior, cuando ello sea posible, o en el pago de 
daños y perjuicios. 
 
RESOLUCIÓN JUDICIAL: acuerdo del Órgano Jurisdiccional por el cual de oficio o 
a petición parte se decide sobre alguna cuestión sobre el procedimiento. 
 
RESPONSABILIDAD CIVIL: obligación correspondiente a una persona de reparar 
el daño o perjuicio causado a otra ya sea por ella misma, por el hecho de las 
cosas o por actos de las personas por las que deba responder, como pueden ser.- 
los menores de edad, empleados o dependientes. 
 
RESPONSABILIDAD SOLIDARIA: obligación común de las personas causantes 
de un daño para proceder a su reparación. 
 
RESPONSABILIDAD SUBSIDIARIA: se equipara a la responsabilidad 
extracontractual y es exigible por daños o perjuicios ocasionados por actos de otro 
respecto de los cuales debe responderse por disposición legal. Como ejemplo 
cabe señalar a los padres por los perjuicios que causen sus hijos menores que 
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vivan con ellos, la de los tutores o curadores por los menores o incapacitados 
sometidos a su custodia; la de los dueños o directores de un establecimiento o 
empresa por sus dependientes en el ejercicio de sus funciones; la de los maestros 
o directores de artes u oficios respecto a sus alumnos o aprendices mientras 
permanezcan bajo su custodia, y la del Estado, en ciertos casos, respecto de los 
actos de sus agentes. 
 
RESPONSABILIDAD: obligación de reparar y satisfacer las secuelas de un delito, 
culpa, u otra causa legal. 
 
RESPONSABLE: persona sujeta a una responsabilidad. Culpable. Quien causa un 
daño a otra persona. 
 
SANCIÓN ADMINISTRATIVA: medida impuesta por el Poder Ejecutivo o alguna 
autoridad administrativa, traducida en multas, inhabilitación, destitución del cargo, 
arresto o detención por la comisión de una infracción. 
 
SANCIÓN: pena o castigo establecido en la ley, aplicable a quien infringe. Pena 
establecida por la ley para quien la infringe. Consecuencia jurídica desfavorable 
producto del incumplimiento de un deber en relación con el obligado. 
 
SERVIDOR PÚBLICO O FUNCIONARIO PÚBLICO: persona quien presta sus 
servicios de manera regular y continúa en las dependencias del Estado o en los 
organismos públicos descentralizados y empresas de participación estatal. (vg. 
SSA, ISSSTE, IMSS, PEMEX).  
 
SINDÉRESIS: capacidad que posee el ser humano para juzgar rectamente. 
 
TIPICIDAD: adecuación de la conducta a la descripción de la ley penal. 
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TIPO PENAL: descripción de los elementos característicos de un delito. 
 
TRÁFICO: comerciar, negociar. 
 
VEJAR: maltratar, perjudicar, hacer daño. 
 
VENTAJA: calificativa en los delitos de lesiones u homicidios producidos por la 
superioridad del agresor sobre la víctima. 
 

























Para iniciar el presente trabajo, se ha querido hacer un pequeño bosquejo de la 
manera como el Estado ha venido brindando más garantías al condenado. Es así 
como al pasar a ser un Estado Social y Democrático del Derecho, constata la 
existencia de los valores o fines superiores de la Constitución y el alcance de 
éstos y de los Derechos Constitucionales Fundamentales, con la incuestionable 
incidencia en el debido proceso penal, en los Derechos Fundamentales, en la 
búsqueda de los fines esenciales de las penas. En todo ello, se ha venido 
observando que ya no son simples enunciados, sino compromisos del Estado 
frente al prisionero, los que deben cumplirse so pena de ver comprometida su 
verdadera esencia. 
 
Los derechos fundamentales reconocidos en el señalado artículo 29 de la Carta 
Política y en otras disposiciones constitucionales, no son en modo algunas 
concesiones que hace la sociedad al delincuente. Son, por un lado, garantías de 
todos los ciudadanos, que de otra forma podrían verse indefensos ante 
acusaciones eventualmente injustificadas, y por otro, garantías de acierto de la 
propia resolución judicial, pues sólo a través de un proceso público, con todos los 
derechos, se pueden evitar errores judiciales, relativamente fáciles de demandar y 
si, difíciles de reparar.  
 
El artículo 29 de la Constitución Política establece como derecho fundamental el 
del debido proceso y señala algunos principios que lo desarrollan, como son el de 
legalidad, juez natural o legal, favorabilidad, presunción de inocencia, defensa, 
publicidad, celeridad, controversia de la prueba, impugnación, non bis in ídem, 
principios éstos que se complementan con otros diseminados en la Carta Política, 
tales como el de igualdad, la dignidad de la persona, la finalidad del 
procedimiento, el imperio de la ley, la doble instancia, la prohibición de la 
reformatio in pejus, entre otros; todos ellos relacionados con la seguridad jurídica.   
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Ello, sin señalar la multiplicidad de peticiones que se elevan ante los estrados 
Judiciales encargados de esa política de penas y medidas de seguridad, a efectos 
de redosificar la pena, obtener subrogados penales y permisos administrativos. 
 
En este texto, se ha acudido acuciosa y juiciosamente, a los pronunciamientos de 
la Honorable Corte Constitucional, a la Honorable Corte Suprema de justicia y a 
las decisiones de algunos de los tribunales Superiores, para constatar si 
efectivamente en el área de ejecución de penas, se está dando aplicación a la 
norma Constitucional prevalente en el campus de la sanción punitiva, 
comprobando con dichas decisiones, que los funcionarios penalistas han tenido 
suficiente claridad al respecto y relativamente pocas han sido las solicitudes que 






















El debido proceso envuelve comprensivamente el desarrollo progresivo de 
prácticamente todos los derechos fundamentales de carácter procesal o 
instrumental, como conjuntos de garantías de los derechos de goce, cuyo disfrute 
satisface inmediatamente las necesidades o intereses del ser humano, es decir, 
de los medios tendientes a asegurar su vigencia y eficacia.  
 
Como cualquier sector del saber que pretenda un mínimo de coherencia y de 
conceptos, el debido proceso en el derecho procesal penal, está orientado por un 
cúmulo de postulados fundamentales a partir de los cuales es posible su 
aplicación, sistematización y crítica que permiten predicar de él su carácter de 
garantía constitucional; por supuesto, esas verdades de este sector del 
conocimiento jurídico, como una garantía fundamental, limitan o controlan la 
actividad punitiva del estado, cuando este, prevalido de la soberanía, ejerce la 
potestad punitiva. 
 
No cabe duda de que el Código de Procedimiento Penal y la Carta Política de 
1991, han erigido el marco ideal para desarrollar una legislación punitiva a tono 
con los postulados del Estado Social del Derecho de penas, para que a partir de 
ese diseño, pueda ser efectivamente llevado a la realidad, pero ello sólo será 
posible en la medida que el programa de trabajo que ellos conforman sea 
desarrollado por el legislador, los jueces y los estudiosos, de manera eficiente y 
eficaz. 
 
En síntesis, en un país caracterizado por la cotidiana violación de los más 
elementales derechos humanos, es obligación de los estudiosos del derecho 
penal, continuar con la difusión de estos postulados y luchar por que el sistema 
penal los haga realidad; pues no basta con las consagraciones legislativas para 
lograr un sistema más o menos coherente de principios, sino que se requiere el 
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trabajo académico, la jurisprudencia e incluso la lucha política. Por supuesto, lo 
anterior muestra claramente la importancia de esta materia, sin cuya debida 
compresión es imposible abordar con rigor la exposición del derecho punitivo 
vigente, de tal manera que, su ideario filosófico se vierta en todos y cada uno de 
los desarrollos llevados a cabo y se corresponda con la unidad que debe inspirar 
todo el sistema procesal penal. 
 
De allí que las leyes y, en general, las normas y los actos de autoridad requieran 
para su validez, no sólo haber sido promulgados por órganos competentes y 
procedimientos debidos, sino también pasar la revisión de fondo por su 
concordancia con las normas, principios y valores supremos de la Constitución 
(formal y material), como son los de orden, paz, seguridad, justicia, libertad, entre 
otros que se configuran como patrones de razonabilidad. Es decir, que una norma 
o acto público o privado sólo es válido cuando, además de su conformidad formal 
con la Constitución, esté razonablemente fundado y justificado conforme a la 
ideología constitucional. De esta manera se procura, no sólo que la ley no sea 
irracional, arbitraria o caprichosa, sino además que los medios seleccionados 
tengan una relación real y sustancial con su objeto. Se distingue entonces entre 
razonabilidad técnica, que es, como se dijo, la proporcionalidad entre medios y 
fines; razonabilidad jurídica o la adecuación a la Constitución en general, y en 
especial, a los derechos y libertades reconocidos o supuestos por ella; y 
finalmente, razonabilidad de los efectos sobre los derechos personales, en el 
sentido de no imponer a esos derechos otras limitaciones o cargas que las 
razonablemente derivadas de la naturaleza y régimen de los derechos mismos, ni 
mayores que las indispensables para que funcionen en la vida de la sociedad. 
 
En resumen, el concepto del debido proceso a partir de la Carta Magna, pero muy 
especialmente en la jurisprudencia constitucional, se ha desarrollado en los tres 
grandes sentidos descritos: a) el del debido proceso legal, adjetivo o formal, 
entendido como reserva de ley y conformidad con ella en la materia procesal; b) el 
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del debido proceso constitucional o debido proceso a secas, como procedimiento 
judicial justo, todavía adjetivo o formal procesal.; y c) el del debido proceso 
sustantivo o principio de razonabilidad, entendido como la concordancia de todas 
las leyes y normas de cualquier categoría o contenido y de los actos de autoridad 
públicas con las normas, principios y valores del derecho de la Constitución. 
 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
El Código Penitenciario y Carcelario, así como el Código de Procedimiento Penal, 
están encaminados a dar más aplicación a la Carta Fundamental de 1991, mírese 
como en cada uno de los principios que regulan estas normatividades vienen 
plasmados gran parte de los consagrados en la Constitución Política.  
 
Ahora bien, la preocupación es saber si realmente se está dando aplicación al 
artículo 29 de la Carta Magna, esto es, si en los trámites realizados en la etapa 
ejecutora de la sentencia condenatoria, se están respetando cada uno de los 
elementos consagrados dentro del Debido Proceso, en términos claros, si este 
principio realmente es una garantía Constitucional, o si por el contrario, se han 
decretado nulidades por violación a este principio Constitucional. 
 
De acuerdo a la jurisprudencia establecida por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, la aplicación de las garantías del Debido Proceso no sólo son 
exigibles a nivel de las diferentes instancias que integran el Poder Judicial, sino 
que deben ser respetadas por todo órgano que ejerza funciones de carácter 
jurisdiccional. 
 
De conformidad con la separación de los poderes públicos que existe en el Estado 
de Derecho, si bien la función jurisdiccional compete eminentemente al Poder 
Judicial, otros órganos o autoridades públicas pueden ejercer funciones del mismo 
tipo; es decir, que cuando se especifica al derecho de toda persona a ser oída por 
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un juez o tribunal competente, para la determinación de sus derechos, esta 
expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o 
judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y obligaciones de 
las personas. Por la razón mencionada, se considera que cualquier órgano del 
Estado que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, tiene la 
obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso 
legal. 
 
El debido proceso está concebido también, como el cumplimiento de todas las 
garantías y normas de orden público que deben aplicarse a todos los casos y 
procedimientos. Supone en toda circunstancia el respeto por parte de la 
administración pública de todos aquellos principios y derechos normalmente 
invocables en el ámbito de la jurisdicción común o especializada y a los que se 
refiere la Constitución (jurisdicción predeterminada por la ley, derecho de defensa, 
pluralidad de instancia, cosa juzgada, entre otros.).  
 





Realizar un manual para que los condenados sepan a qué subrogados penales y 
derechos administrativos tienen derecho, así como los requisitos para tales fines, 




- Analizar cada uno de los elementos que constituyen el debido proceso. 
 
- Establecer el límite de la intervención del Estado en el proceso penal, teniendo 
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en cuenta los parámetros consagrados dentro de la garantía constitucional del 
debido proceso. 
 
- Determinar los principios tutelados dentro del marco legal consagrados en el Art. 
29 de la Constitución Nacional. 
 
- Sugerir la implementación de un software dentro de las instalaciones de los 
Centros Penitenciarios y Carcelarios, para que el recluso pueda, de una forma 
sencilla consultar su estado, el tiempo que le falta por terminar de pagar la pena, 
la suma de sus redenciones con las del tiempo físico en prisión, los requisitos que 
necesita para solicitar los subrogados penales y los beneficios administrativos a 




Los derechos de los condenados, así como el tema del debido proceso pareciera 
ya muy tratado por diferentes doctrinantes, pues mucho se ha hablado y escrito 
sobre el mismo. Sin embargo se justifica la realización de este trabajo para tratarlo 
desde una simple visión formal, es decir, un conjunto de actos procesales 
sucesivos y coordinados, hasta una óptica material consistente en una integración 
de fines y derechos fundamentales. Igualmente se busca hacer ver las potestades 
de las personas que ya han sido condenadas, ya no como un derecho 
fundamental más, sino como un conjunto de garantías indisolublemente ligadas, 
no sólo dentro del proceso penal sino en cualquier actuación procesal. 
 
Es de vital importancia estar al corriente de la nueva ley punitiva del Estado, para 
precisar conceptos actuales referidos a los avances en la aplicación del debido 
proceso como garantía constitucional dentro de las actuaciones penitenciarias. 
 
Tal como se ha venido exponiendo, son muchos los eventos donde por 
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desconocimiento total de la ley, los sentenciados, por falta de aplicación del 
debido proceso, permiten que se cometan muchas irregularidades por parte de 
funcionarios judiciales. 
 
Consecuentes con tales realidades y del asomo de la nueva legislación donde 
innegablemente aparecen interesantes planteamientos jurisprudenciales y legales, 
se ha considerado que se justifica dicho estudio. 
 
El diseño metodológico utilizado para el trabajo es el siguiente: 
 
TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
La presente investigación corresponde a estudio documental por la clase de 
fuentes que utiliza. 
 
NIVEL DE INVESTIGACIÓN 
 
El estudio realizado corresponde a una investigación bibliográfica, la cual permite 
aclarar conceptos, familiarizarse con el problema y establecer relaciones y 
prioridades.  
 
FUENTES DE INFORMACIÓN 
 
Fuentes Primarias: Jurisprudencia y doctrina. Sentencias del honorable Tribunal 
Superior de Justicia, en las cuales se observa la violación del debido proceso. 
 





1. MARCO REFERENCIAL 
 
1.1 DEFINICIÓN FORMAL Y MATERIAL DEL DEBIDO PROCESO 
 
1.1.1 El concepto formal del debido proceso. En sentido formal, el debido 
proceso consiste en que nadie puede ser juzgado sino de conformidad con la 
ritualidad previamente establecida, para que se cumpla aquel axioma de que nadie 
puede ser condenado sin antes haber sido oído y vencido en juicio con la plenitud 
de las formalidades legales.  
 
Implica la existencia previa de la investigación y del juzgamiento a que deben ser 
sometidos los imputados, y mediante los cuales se fijan las competencias, las 
formas y ritos que han de presidir la relación de toda la actuación penal. 
 
Esto indica que desde el punto de vista formal, el debido proceso es la sumatoria 
de actos preclusivos y coordinados, cumplidos por el funcionario competente, en la 
oportunidad y el lugar debidos, con el cumplimiento de las formalidades legales. 
Se conjugan conceptos como los de la legalidad y del juez natural, limitados en el 
tiempo, en el espacio y en el mundo jurídico. 
 
1.1.2 El concepto material del debido proceso. El sentido material del debido 
proceso, es el adelantamiento de las etapas del proceso y el cumplimiento de las 
distintas actuaciones judiciales, con sujeción a las garantías constitucionales y 
legales, como límite a la función punitiva del Estado. (Noción formal + 
cumplimiento de los fines y derechos fundamentales). 
 
Habrá lugar a pregonar un debido proceso desde el punto de vista material, si se 
respetan fines superiores como la libertad, la justicia, la dignidad humana, la 
igualdad, la seguridad jurídica, y derechos fundamentales como la legalidad, la 
controversia, la defensa, la publicidad, la prohibición de la reformatio in pejus  y del 
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doble proceso por el mismo hecho, entre otros. 
 
1.2 MARCO HISTÓRICO DEL DEBIDO PROCESO 
 
Parece existir acuerdo en que la fuente original, el concepto aunque no de la 
expresión debido proceso (duo process of law) puede encontrarse en la Carta 
magna. Esta última fue expedida en Inglaterra por el rey Juan, señor de Irlanda o 
Juan sin tierra, en 1215, para reconocer una serie de derechos feudales en 
respuesta a las demandas de los barones de Runnymede, y constaba 
originalmente de 63 capítulos. Como es sabido, la Carta Magna fue expedida en 
latín, el idioma oficial y de los medios cultivados a intelectuales de Inglaterra. 
 
Las frases claves en el texto citado del Capítulo 39, para los efectos de las 
garantías procesales que aquí interesa destacar, son el legale judicium parium 
sourum que, según COUTURE, configura la garantía del juez competente y sobre 
todo, el juicio perlegem térrea, que en el contexto actual, podría ser equivalente a 
la garantía de la ley preexistente. 
 
Al año y medio de haber emitido la Carta Magna, el rey Juan falleció y debido al 
carácter personal del gobierno feudal, su sucesor, el todavía niño rey Enrique III 
reafirmó la Carta en 1216. Esta fue la primera vez de unas treinta en que la Carta 
fue reexpedida por monarcas ingleses durante los dos siglos siguientes, incluso 
varias veces en el reinado de un mismo monarca, obedeciendo a crisis políticas. 
 
En la reexpedición de la Carta en 1225, también en el reinado de Enrique III, el 
documento fue reducido de 63 a 37 capítulos, y la futura cláusula  sobre debido 
proceso, todavía per legem térrea, pasó del Cáp. 39 original al Cáp. 29. Unos 
doce años después, el documento fue denominado “Magna Carta” oficialmente, 
por primera vez. 
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Posteriormente, también en Inglaterra, la cláusula del due proceso flaw aparece 
consagrada en the Petition of Right de 1627, preparada por las ideas del 
distinguido jurista Edward Coke, y el Habeas Corpus Act de 1640. 
 
Se analizarán algunos aspectos del debido proceso en cuanto a su origen en la 
revolución francesa y en la declaración universal de los derechos humanos de 
1948: 
 
La garantía del debido proceso legal, se consolida en la Declaración de los 
derechos del hombre y del ciudadano, de la revolución francesa, del 26 de Agosto 
de 1789, incorporada a la Constitución de Francia del 3 de septiembre de 1791, 
que da vida al Derecho Constitucional de estirpe liberal o democrático y, por 
consiguiente, al Estado de derecho. 
 
En efecto, el debido proceso legal está enunciado en los siguientes artículos de la 
declaración gala: 
 
Artículo 5º. La Ley no puede prohibir sino las acciones dañosas a la sociedad. 
Todo lo que no es prohibido por la ley no puede ser impedido, y nadie puede ser 
obligado a hacer lo que ella no manda. 
 
Artículo 6º. La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos 
tienen derecho a concurrir personalmente, o por sus representantes, a su 
formación. Ella debe ser la misma para todos, sea que proteja o castigue. Todos 
los ciudadanos, siendo iguales a sus ojos, son igualmente admisibles a todas las 
dignidades, puestos y empleos, sin otra distinción que la de sus talentos y 
virtudes. 
 
Artículo 7º. Ningún hombre puede ser acusado, detenido ni arrestado sino en los 
casos determinados por la ley, y según las formulas que ella ha prescrito. Los que 
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solicitan, expiden, ejecutan o hacen ejecutar órdenes arbitrarias, deben ser 
castigados; pero todo ciudadano llamado, o cogido en virtud de la ley, debe 
obedecer al instante; de no, se hace culpable por la resistencia. 
 
Artículo 8º. La ley no debe establecer sino penas estrictas y evidentemente 
necesarias, y ninguno puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida y 
promulgada anteriormente al delito, y legalmente aplicada. 
 
En la Declaración universal de derechos humanos, tal como fue adoptada el 10 de 
diciembre de 1948 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, se consagra 
como derecho humano, el derecho a un juicio equitativo e imparcial, que resulta de 
la integración del debido proceso legal y el juicio público y justo. 
 
Finalmente, la garantía universal del debido proceso adquiere la categoría de jus 
cogens como derecho humano de observancia erga omnes en el Art. 14 del 
Pacto internacional de derechos humanos de las Naciones Unidas de 1966. 
Igualmente, es incorporado al Art. 6º de la Convención europea para la protección 
de los derechos humanos y libertades fundamentales de 1950, y al Art. 8º de la 
Convención americana sobre derechos humanos de 1969. 
 
Además, en la Convención Americana el derecho fundamental al debido proceso 
adquiere el rango de derecho Sacrosanto o Derecho Intangible, que no puede ser 
suspendido en los Estados de Inspección, según el Art. 27: “La disposición 
presente no autorizada, se encuentra determinada en los siguientes Artículos: 3 
(derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica); 4 (derecho a la vida); 5 
(derecho a la integridad personal); 6 (prohibición de la esclavitud y servidumbre); 9 
(principio de la legalidad y de retroactividad); 12 (libertad de conciencia y de 
religión); 17 (protección a la familia); 18 (derecho al nombre);19 (derecho del niño); 
20 (derecho a la nacionalidad), y 23 (derechos políticos), ni de las garantías 
judiciales indispensables para la protección de tales derechos”. 
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1.3 MARCO CONSTITUCIONAL DEL PROCESO PENAL 
 
1.3.1 La Constitución Política de Colombia. Al autodefinirse la Constitución 
como “norma de normas” (Art. 4º) quedan superadas las dudas que en tal sentido 
existían, pues se le tenía como un simple conjunto de principios que 
compendiaban la filosofía política, organizaban el poder, indicaban el marco del 
telos ideológico, entre otros. Se reconoció expresamente por el Constituyente de 
1991, que el texto de la Constitución adquiere la esencia propia del derecho 
positivo, con fuerza vinculante directa para todos los operadores jurídicos y los 
particulares. 
 
Hoy ya no se discute el carácter de norma jurídica del texto constitucional, pues ha 
dejado de ser un texto simbólico, ha dejado de ser simplemente una sentimental 
proclamación de unos fines, de una idea; para convertirse en verdadero derecho. 
 
Esta drástica corrección está referida a todas las normas, incluyendo los fines o 
valores superiores trazados desde el preámbulo de la Constitución. 
 
Chinchilla Herrera afirma: 
 
“La Constitución Política de 1991, ha cancelado cualquier duda al respecto, 
porque además de la definición sobre el carácter normativo de la Carta, el artículo 
4º le da a ésta una indiscutible primacía y precedencia sobre cualquier otra norma, 
sin excepción alguna, (lo cual permite afirmar su primacía sobre las mismas 
normas internacionales que le sean contrarias). Esta concepción está desarrollada 
luego en el Art. 241”. 
 
La fuerza normativa de toda la Constitución, fue adoptada expresamente por la 
Asamblea Constituyente. Así, en el primer debate dado a la primera Carta, el 
informe de ponencia sobre el título de los principios fundamentales, proponía la 
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siguiente fórmula: “La Constitución es norma suprema de ordenamiento jurídico”, 
fórmula a la que se le quiso dar más énfasis para destacar el talante imperativo 
incuestionable de la Constitución, bajo la elocuente expresión definitiva de 
“normas de normas”. Al respecto, la sustentación de la ponencia en este primer 
debate reza: 
 
“La Constitución lo ha mostrado el profesor Juan Manuel Charry basándose en las 
enseñanzas del catedrático de Friburgo, Konrad Hesse como norma fundamental 
y suprema, debe ser aplicada en forma que se obtenga la máxima eficacia 
actualizada. Las autoridades se indignan al saber que una ley no es aplicada pero 
parece desentenderse de las violaciones constitucionales que asocian a 
problemas de filosofía política que escapan a sus funciones; esto debe ser 
drásticamente corregido, no se logró aceptar la ineficacia de varias normas 
constitucionales so pretexto de su complejidad y carácter fundamental”. 
 
Desde luego que esta primicia tiene una única y explicita excepción: los tratados 
internacionales que estipulen un mayor nivel de protección de los derechos 
humanos (Art. 93). 
 
Esto permite concluir que la Constitución es la primera norma*, desde donde ha de 
arranca cualquier labor de hermenéutica para solucionar un caso concreto o 
fundamentar una decisión, no siendo suficiente colocarla en la cúspide del modelo 
piramidal Kelseniano para resaltar la supremacía jerárquica normativa, que servirá 
como punto de partida para la creación de la norma inferior y para legitimar su 
validez, sino que al cumplirse el razonamiento jurídico práctico tal cotejo de la 
norma debe hacerse directamente con la Constitución, ya que si se encuentra 
                                                 
*
 Las consecuencias jurídico- practicas que cabe deducir de los anterior son las siguientes (las señala tanto 
García de Enterria como de Otto): “Es imperativo, antes de aplicar una norma cualquiera, examinar su 
compatibilidad con la Constitución. -Se habrá de aplicar la norma constitucional para extraer de ella la solución 
al caso, o en fin para configurar de un modo u otro la situación jurídica. -Debe interpretarse todo el 
ordenamiento conforme a la Constitución. Se debe entender derogada (directamente por la Constitución) toda 
ley preconstitucional incompatible con ella, aunque por economía jurídica, debería tratarse de salvar aquellas 
cuyo contexto fuera susceptible de reinterpretar conforme a la Constitución. 
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acorde con ésta no es cuestionable su aplicación, para seguir luego el estudio 
comparativo con las demás normas, si es necesario. 
 
Ello es así, puesto que la validez material de la norma constitucional hace que 
valga por si misma sin que dependa de las demás normas y sin que tenga un 
efecto residual, en el sentido de que primero se aplica la ley, de tal manera que 
sólo en el caso de hallarse esta contraria a la Constitución se aplica la norma 
constitucional, pues si ésta tiene validez a priori, al no depender de las restantes 
normas, debe ser aplicada de entrada, teniendo por consiguiente la ley, una 
validez residual. 
 
En adelante, la Constitución no sólo servirá para saber cuáles normas son 
constitucionales, sino también para extraer directamente de ella la solución al caso 
concreto, y será necesario acudir a las demás normas cuando la constitucional 
sea una simple definición  formal, demasiado abstracta. Es de esta manera que se 
coloca la norma constitucional en primera lugar en la cadena normativa, 
encabezamiento que concreta la prioridad en el discurso jurídico. 
 
Este principio de “aplicación en primer lugar” de la norma constitucional (distinto al 
de aplicación preferente), impone al operador jurídico una permanente referencia 
al dato constitucional lo cual modifica la idea tradicional de “excepción de 
inconstitucionalidad”, para reformularla mejor en términos de una “aplicación en 
primer lugar” o sencillamente aplicación directa a la Constitución. 
 
- La norma Constitucional como límite: El texto constitucional ostenta un 
carácter de norma supra legal, porque no puede ser alterado o reformado 
mediante los procedimientos ordinarios de creación o modificación de las normas; 
por eso la ley no puede cambiar la Constitución. Los preceptos constitucionales 
tampoco pueden ser contradichos o ignorados por la acción u omisión de los 
poderes públicos, pues si ello ocurriere, todas las actuaciones serían 
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inconstitucionales y susceptibles, por ende, de la correspondiente sanción, como 
la inexistencia o nulidad. La Constitución es norma fundamental, porque sus 
mandatos quedan fuera de la disponibilidad de las fuerzas políticas, pues son 
básicos, en cuanto intocables, y se constituyen en límite a los poderes del estado.  
 
Por ello, los mandatos de la Constitución han de entenderse también como límites 
de los poderes del Estado. 
 
En cuanto a la dimensión ideológica, la Constitución colombiana participa de las 
características esenciales del constitucionalismo contemporáneo, o sea la 
implementación de un orden político que tiene como específica finalidad la 
garantía  y protección de la libertad al establecer, en los términos clásicos del 
artículo 16 de la Declaración del hombre y del ciudadano 1789 “la separación de 
los poderes y garantías de los derechos del ciudadano”. Se proclaman 
simultáneamente, de manera expresa, las finalidades que persigue la comunidad 
política, los valores o fines superiores y derechos fundamentales en que debe 
apoyarse la convivencia, tanto en el preámbulo de la Constitución, como en el 
decurso de la parte. 
 
De acuerdo con el artículo 27 de la Ley 153 de 1887, se señala un principio 
hermenéutico ya en retroceso en el sentido de que las normas han de 
interpretarse atendiendo su texto, pues hoy por hoy rige el postulado de que ha de 
atenderse su espíritu y finalidad, los cuales precisa la Constitución Colombiana 
proclamando en el preámbulo unos valores o finalidades superiores que 
caracterizan no sólo al clásico constitucionalismo (libertad, igualdad, Estado de 
derecho), sino también al Estado social. 
 
Las previsiones de la Constitución Colombiana y la efectividad de las mismas han 
convertido los mandatos constitucionales tanto en parámetros de comportamiento 
jurídicamente exigibles de los poderes públicos, como en regla de conducta de los 
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ciudadanos en algunos aspectos, para lo cual se han establecido instancias y 
procedimientos jurisdiccionales, con miras a facilitar la exigencia por los 
ciudadanos y poderes públicos del cumplimiento de los mandatos constitucionales; 
tal es el caso de la Corte Constitucional, por ejemplo, que ha sido destinada 
específicamente a ejercer esa función, lo mismo que los jueces ordinarios que se 
desempeñan, además como jueces de tutela. 
 
- La norma constitucional como sistema de valores: La constitución, por otra 
parte, es un sistema de valores, porque no es una norma neutra que simplemente 
tenga el papel de fijar procedimientos hacia determinado fin, sino que da 
respuesta a la concepción axiológica de la vida social, al trazar un marco de 
principios que sientan las directrices y que han de ser respetados por todo el 
ordenamiento, incluyendo los no instaurados por las normas constitucionales; por 
ello en el preámbulo se dice que se decreta, sanciona y promulga la Constitución 
Política de Colombia “con el fin...”, y se hacen declaraciones similares en los 
artículos 1º, 2º y 6º, entre otros, en los cuales se garantiza la responsabilidad de 
los poderes públicos (Art. 2º, inc. 2º y 6º) y se afirma la dignidad humana, la 
democracia participativa y pluralista, la solidaridad de las personas y la 
prevalencia del interés general como fundamento del estado social de derecho 
(Art.1º). 
 
Esta aplicación directa de la norma constitucional aparece contemplada en el 
artículo 85, al disponer que los derechos fundamentales allí citados (entre ellos el 
debido proceso y todos los demás que lo irrigan Art. 29), son de aplicación 
inmediata, sin necesidad de mediación legislativa alguna, dada la claridad del 
precepto contentivo de tales derechos y el carácter imperativo y vinculante de los 
mismos. 
 
- Clasificación: Los fines de la Constitución Política: En el umbral mismo de la 
Constitución se señalan sus fines a saber: Fortalecer la unidad de la nación. 
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Asegurar a los integrantes de la nación, los bienes jurídicos de la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz. 
Esto dentro de un marco jurídico democrático y participativo que garantice un 
orden político, económico y social justo y comprometido a impulsar la integración 
de la comunidad latinoamericana. 
 
Algunos de aquellos bienes jurídicos cuyo aseguramiento se propone la 
constitución política como fines superiores señalados como derechos 
fundamentales: la vida (Art. II), el trabajo (Art. 25), la igualdad (Art.13), el 
conocimiento (Art.26 y 27), la libertad (Art.. 13, 16, 17, 18, 19, 20, 24, 26, 27, 28, 
30, 33, 34, entre otros, y sobre todo la paz (Art. 22). 
 
Otros de aquellos bienes jurídicos, lo mismo que las características del marco 
dentro del cual han de cumplirse los aludidos fines, están contemplados como 
principios fundamentales: La democracia participativa y el pluralismo ideológico 
(Art.1 y 2), el trabajo (Art.1), la convivencia pacífica (Art. 2), el orden justo (Art. 2), 
la protección de los bienes jurídicos (Art. 2), la soberanía (Art. 3). 
 
- Noción:  Son los fines y valores superiores y los principios fundamentales de la 
Constitución Política, los objetivos generales a alcanzar por el Estado social y 
democrático colombiano a través del ordenamiento jurídico propuesto por el 
constituyente, expresión de soberanía popular y producto acabado del acuerdo 
mayoritario, pacto éste que no se celebró a puerta cerrada entre teóricos 
ciudadanos, sino en un ágora moderna, entre las diversas fuerzas sociales, 
partidos políticos, gremios y demás grupos que pusieron en marcha el sistema de 
convivencia de la Constitución. 
 
Como consecuencia de la realidad agobiante de las necesidades en que el 
hombre vive, lo mismo que de la escasez y la existencia de los demás hombres 
que le compiten en esa cortedad, se ha forjado en el mundo moderno una 
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concepción democrática, que permita afrontar ese panorama sobre la base de la 
libertad, la igualdad, la tolerancia y la participación en las decisiones y en el poder. 
 
Ya no se discute la fuerza vinculante y el valor normativo de los fines o valores 
superiores instalados en el preámbulo, antecediendo a la misma carta. Tales fines 
o valores superiores se plasman en norma básica, porque en el pórtico de la 
Constitución, concretamente en el artículo 1º, se dispone que Colombia, como 
Estado social de derecho, se funda en el respeto de la dignidad humana, en el 
trabajo, la solidaridad de las personas que la integran y la prevalencia del interés 
general, lo cual sólo se logra mediante la concreción de aquellos valores 
superiores, que se desarrollan en el mismo marco de la Constitución; en efecto, 
hoy por hoy, no se logró entender el respeto de la dignidad humana sin ligarla 
indisolublemente a los valores de justicia, igualdad, libertad, pluralismos político, 
trabajo, conocimiento y paz. 
 
Los principios fundamentales son el resultado de luchas ideológicas y, por 
consiguiente, una síntesis de la historia de la comunidad y de la cultura jurídica y 
política antes de 1991, año de expedición de la Constitución, que por voluntad del 
legislador constituyente se convierten en derecho positivo; identifican el actual 
sistema político expresado en la Constitución y señalan las metas del consenso 
para la realización del objetivo básico del Estado social del derecho, que consiste 
en el desarrollo de la dignidad del hombre inmerso en la vida social, buscando la 
plenitud de esa dignidad. Se erigen como norma  jurídica, para ser vinculados 
expresamente al derecho. 
 
La ubicación dentro del texto de la Constitución índica que se está frente a una 
auténtica norma jurídica básica, de la cual dependen todas las demás normas, 
pues no puede desconocerse que dentro de la Constitución se dan disposiciones 
de mejor familia, porque la misma tiende a adoptar, en su seno, idéntica forma 
piramidal a la de la construcción jerárquica del ordenamiento de origen kelseniano. 
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1.3.2 Estado social de derecho. En una perspectiva histórica, Estado social 
significa el intento de adaptación del Estado liberal burgués (el Estado tradicional) 
a las condiciones sociales de la civilización industrial y post industrial, con 
inconvenientes diferentes pero, también, con más opciones técnicas y económicas 
para superar aquellos problemas. 
 
Es producto de la “política social” que se desarrolló en los países más adelantados 
a finales del siglo XIX, con miras a paliar las infrahumanas condiciones de vida de 
algunos de los estratos más abandonados y necesitados de la sociedad. Pero la 
política social contemporánea no apunta sólo a las clases obreras y a la 
satisfacción de necesidades económicas, sino también a las clases medias, las 
cuales han venido aumentando ostensiblemente, gracias a los avances de la 
técnica y a mejores condiciones de vida para todos. Hoy la política social no sólo 
cobija la economía sino también otros aspectos como la cultura, el esparcimiento, 
la educación, el conocimiento, la defensa del entorno, entre muchos otros. De 
modo que la política social ha pasado de ser sectorial (la menesterosidad 
económica de las clases obreras) a la política generalizada (diversos aspectos del 
bienestar de todas las clases). 
 
- Del Estado Demoliberal al Estado social de Derecho: Es innegable 
encontrarse ante un momento histórico caracterizado por grandes cambios en 
distintos aspectos y sectores (cultural, económico, social, internacional,...) y el 
Estado no puede escapar a esta fundamental transformación, puesto que con o 
sin violencia la estructura y función estatales han de sufrir también las 
correspondientes mutaciones. 
 
Los valores básicos del Estado democrático-liberal eran la libertad, la propiedad 
individual, la igualdad, la seguridad jurídica y la participación de los ciudadanos en 
la formación de la voluntad estatal a través del sufragio. 
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La libertad, traducida en una libre competencia de las fuerzas económico-sociales, 
halla una limitante en las relaciones de propiedad, que se traducen originalmente 
en una dominación de las cosas pero al final se transforman en estratificación de 
clases, y traen como consecuencia la dependencia, la servidumbre y la indigencia 
física y moral; de esta manera se extiende, en últimas, la dominación a las 
personas, lo que es compatible con una libertad e igualdad formales, porque éstas 
perduran como simples postulados, sin contenido y sin eficacia. 
 
Esa situación de dependencia y de miseria riñe con la realización de fines e 
intereses del Estado, porque el fortalecimiento de éste marcha paralelamente con 
el nivel moral y material de los ciudadanos, y se ve amenazada la estabilidad del 
Estado al ser sacudida en sus bases por sismos sociales que tienen como 
epicentro la conciencia adquirida por las clases oprimidas, como producto del nivel 
cultural que alcanzan gracias al acceso al conocimiento. 
 
Con razón apunta García –Pelayo “por consiguiente la corrección por el Estado de 
los defectos disfuncionales de la sociedad industrial competitiva no es sólo una 
exigencia ética, sino también una necesidad histórica, pues hay que optar 
necesariamente entre la revolución o la reforma social. Las formas políticas del 
futuro serán o bien la democracia social, caracterizada desde el punto de vista 
constitucional por el sufragio universal y desde el punto de vista administrativo por 
su orientación hacia la neutralización de las desigualdades sociales, o bien la 
monarquía social”. 
 
Hermann Séller, detecta el problema de la crisis de la democracia y del Estado de 
derecho, al que considera que es preciso salvar de la irracionalidad del sistema 
capitalista generadora de un nuevo feudalismo económico. Este pensador alemán 
encuentra que la solución no está en renunciar al Estado de derecho, sino en dar 
a éste un contenido económico social y realizar dentro de su marco un nuevo 
orden laboral y de distribución de bienes.  
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Surge así el Estado social de derecho como una superación del Estado liberal (lo 
que supone un mayor intervencionismo estatal), que cumple con la limitante del 
derecho, una función orientada a crear condiciones de igualdad y libertad que el 
hombre no puede alcanzar con esfuerzos individuales, debiendo regular el 
Derecho, la actividad económica, industrial y mercantil. 
 
- Elementos del Estado Social: Aparecen nuevos derechos fundamentales de 
carácter económico, social y cultural que se suman a los viejos derechos 
individuales. El Estado social supone por consiguiente, reconocimiento y 
protección de los derechos fundamentales, incorporando nuevos derechos, para lo 
cual  intervienen los poderes públicos en la organización del modelo económico, 
que ha de subordinarse al interés general. 
 
El Estado social democrático no sólo no niega los valores del Estado democrático- 
liberal (libertad, igualdad, seguridad jurídica,....), sino que los reafirma y pretende 
hacerlos más efectivos y reales ante la vida, asignándoles un contenido material; 
con este objeto parte del supuesto de que individuo y sociedad no son categorías 
atomizadas y contradictorias sino dos términos en implicación recíproca, de tal 
modo que no puede realizarse el uno sin el otro. 
 
- Fines del Estado Social: En una perspectiva histórica, el Estado social es el 
intento de acomodamiento del Estado tradicional (liberal-burgués) a las 
condiciones sociales de la comunidad industrial y post-industrial, pues mientras 
aquel se limitaba a la prédica de derecho sin asignación de contenido, éste se 
empeña en la materialización de los bienes jurídicos, caracterizando al primero la 
inhibición, en tanto que al segundo lo identifica la acción, en un esfuerzo por 
acortar distancias entre las diversas clases sociales. 
 
El Estado social se señala una meta más, la llamada por los alemanes “procura 
existencial”, noción que en su origen es formulada por Forsthoff, según la cual el 
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hombre desarrolla su existencia dentro de un entorno que le brinda suficientes 
bienes y servicios, denominado “espacio vital”, que tiene una doble clasificación: 
1º “el espacio vital dominado” constituido por el que el individuo construye y 
domina por sí solo y 2º “el espacio efectivo”, conformado por el conjunto de bienes 
y posibilidades, de los cuales se beneficia, sin que tenga control sobre ellos. 
 
1.3.3 El proceso penal y el artículo 29 de la Constitución Política de 
Colombia. Anota Joan Picói Junoy “Las Garantías constitucionales del Proceso” 
J.M. Bosh Editor, páginas 155 y siguientes acerca del tema la eficacia del derecho, 
la presunción de inocencia opera desde un doble plano: extraprocesalmente, es el 
derecho a no ser tratado como el autor o el partícipe de hechos delictivos y que no 
se le apliquen las consecuencias de tales hechos; y, de otro lado, indica que toda 
condena debe ser consecuencia de una actividad probatoria, lo que quiere decir 
que no puede haber condena sin pruebas, (doble plano de la presunción de 
inocencia). 
 
Tanto la presunción de inocencia, como el in dubio pro reo son manifestaciones 
del favor rei, debiendo diferenciarse entre ellos, que mientras el in dubio pro reo 
tiene plena aplicación referencial en la valoración probatoria, cuando existiendo la 
prueba se presente dudas racionales que deban resolverse a favor del acusado, la 
presunción de inocencia hace referencia a la falta absoluta de pruebas realizada 
con las garantías procesales. 
 
- El concepto formal Del Debido Proceso Penal en Colombia: Se dijo antes 
que, formalmente, el debido proceso es la sumatoria de actos preclusivos y 
coordinados, cumplidos por el funcionario competente en la oportunidad y el lugar 
debidos, con las formalidades legales, noción que conjuga los principios de la 
legalidad y del juez natural, limitados en el tiempo, en el espacio y en el modo. 
 
Así lo entiende Martínez Rave al explicar 
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Se exige que todo juzgamiento se encuentre ceñido a las pautas constitucionales 
y legales. Se entiende que el debido proceso se manifiesta a través de 
circunstancias: 
 
1. Legalidad de las normas penales sustantivas y procedimentales. “Nadie podrá 
ser investigado y juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le 
imputa”. Dedujese que la conducta que origine la investigación y el juzgamiento 
debe encontrarse específicamente establecida como delito. Igualmente el 
procedimiento para investigarlo y juzgarlo debe estar establecido en las normas 
vigentes. Tanto las normas sustantivas como procedimentales deben encontrarse 
vigentes en el momento de la comisión del hecho. 
 
2. Ante autoridad competente. Quien en nombre del Estado pretende investigar y 
juzgar una conducta debe estar expresamente habilitado para ello. No pueden 
investigar y juzgar funcionarios de hecho o personas que no han cumplido los 
requisitos que la ley exige para desempeñar los cargos… 
 
3. Con la observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. Lo que 
significa que deben respetarse los formalismos o procedimientos que la ley ha 
previsto para la investigación y juzgamientos. La ley regula los medios, 
mecanismos y formas en que deben cumplirse en lo esencial, porque como 
veremos al tratar el tema de las nulidades, existen formalismos cuyo 
desconocimiento no lesionan ningún derecho, ningún legalismo esencial, y por lo 
tanto es exagerado darle estas consecuencias procesales. Todo procedimiento 
trae unas formas fundamentales esenciales, que no pueden ser desconocidas. Así 
se encuentra una concordancia entre este principio rector y el que se menciona en 
el artículo 9º, que reproduce apartes del artículo 228 de la Constitución, que da 
prevalencia al derecho sustancial sobre el formal o procedimental. 
 
A través de estas tres manifestaciones se entiende el debido proceso como 
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principio rector del procedimiento pernal”1. 
 
El carácter formal del debido proceso no sólo se concreta en señalar etapas 
preclusivas, sino también en indicar los funcionarios competentes para 
adelantarlas y los términos en los cuales deben ser cumplidas. Es, por 
consiguiente, violatorio del debido proceso el omitir una etapa procesal 
preestablecida, el atentar contra el concepto de juez natural (cuando el funcionario 
que cumple el acto procesal no es competente) o el cumplir el acto fuera del 
término señalado. De modo que esta característica del debido proceso se concreta 
tanto en la forma, el tiempo y el espacio, en los cuales ha de cumplirse el acto 
procesal, como también en la manera encadenada en la que han de ser 
desarrollados los distintos actos por el funcionario competente. Se puede afirmar, 
entonces que a la hora de la verdad todas las tres causales de nulidad señaladas 
por el C. P. P. se resumen en una sola: violación del debido proceso, pues hoy 
nadie discutirá, seguramente, que violar los derechos fundamentales del juez 
natural y de la defensa implica echar por la borda el debido proceso. 
 
El carácter preclusivo del proceso imposibilita la regresión a etapas ya superadas, 
lo cual sólo se puede hacer por medio del mecanismo de la declaratoria de 
nulidad, es cuando la providencia adquiere ejecutoria material, cuando no es 
posible su revocatoria. 
 
1.4 MARCO TEÓRICO 
 
1.4.1 Elementos del debido proceso penal. - JUEZ NATURAL: El juez natural o 
judicial nace a partir de la división tripartita del poder (ejecutivo, legislativo y 
judicial) de MONTESQUIEU, tesis enunciada en su famosa obra Del espíritu de 
leyes (del Espirit des lois), de 1750. 
 
                                                 
1
 MARTÍNEZ RAVE, Gilberto.  Procedimiento penal Colombiano, ed. Temis 1992 
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Se trata sin duda alguna, de una regia conquista de la revolución francesa, de 
1789, que quedó plasmada inicialmente en dos estatutos constitucionales: 
 
La Constitución de los Estado Unidos de América, de 1787, al adoptar el principio 
de separación de poderes, establece el poder judicial diferente al legislativo y al 
ejecutivo, en su sección 1 del Art. III: 
 
“El poder judicial de los Estados Unidos será confiado a una Corte Suprema y a 
los tribunales menores cuya formación sea ordenada por el Congreso en distintas 
oportunidades. Los jueces de la Corte Suprema y de los Tribunales menores 
desempeñarán su cargo mientras observen buena conducta y, a intervalos 
convenidos, recibirán retribución por sus servicios, la cual no podrá ser reducida 
durante su cargo”. 
 
La sección 2 señala: 
 
“El poder judicial se extenderá a todos los casos de Derecho y equidad que surjan 
bajo esta Constitución, a las leyes de los Estados Unidos y a los tratados que se 
celebren o vayan a celebrar bajo su autoridad; a todos los casos que involucren a 
embajadores, cónsules y otros ministros públicos; a todos los casos de 
almirantazgo y jurisdicción marítima; a las controversias en las que los Estados 
Unidos sean una de las partes; a la controversia entre dos o más Estados; entre 
Estado y los ciudadanos de otro Estado, entre ciudadanos del mismo estado que 
reclaman tierras bajo concesiones de otro Estados [y entre un Estado, o los 
ciudadanos del mismo, y Estados extranjeros o súbditos]. 
 
En todos los casos en que estén involucrados embajadores, cónsules y otros 
ministros públicos, y en aquellos en que un Estado sea una de las partes, la Corte 
Suprema tendrá la jurisdicción original. En todos los demás casos mencionados, la 
Corte tendrá la jurisdicción de apelación. Tanto por ley como de hecho, con las 
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excepciones y bajo los reglamentos que el Congreso estipule. 
 
Todos los delitos, salvo en los casos de impugnación, serán procesados por 
jurado y el juicio correspondiente se celebrará en el Estado donde los presuntos 
delitos fueron cometidos; sin embargo, si no fueron cometidos dentro de un Estado 
determinado, el juicio se celebrará en el lugar que el congreso haya designado 
conforme a la ley”. 
 
Y la constitución de Francia del 3 de septiembre de 1791 dispuso que “ningún 
ciudadano será sustraído de los jueces asignados por la ley para ser sometido a 
juicio a un tribunal o a  otros organismos con atribuciones distintas de las 
determinadas por la ley”. 
 
La Constitución de Cádiz de 1812, en España, ordenó que “ningún español podrá 
ser juzgado en causas civiles ni criminales por ninguna comisión, sino por el 
tribunal competente, determinado con anterioridad por la ley”. 
 
Estos preceptos fueron incorporados en las primeras Constituciones de los 
Estados que se independizaron en España y Portugal. La Constitución de la 
República  de Colombia, del 6 de octubre de 1821, recogió tal principio o garantía 
en su Art.166. El Art. 26 de la abrogada Constitución de 1886 la consagró así: 
“nadie podrá  ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se 
impute, ante tribunal competente, y observando la plenitud de las formas propias 
de cada juicio”. 
 
No puede sostenerse, en consecuencia, que antes de la revolución gala hubiese 
juez natural: por lo general, un funcionario de la monarquía ejercía las funciones 
de “juez” o “magistrado”, tal como ocurrió en las distintas épocas del Jus Romano. 
 
En Francia durante la monarquía absoluta, se inventaron las denominadas léttres-
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de cachet. Que no eran leyes ni decretos, sino órdenes reales en virtud de las 
cuales la monarquía, según sus propios intereses, impartía justicia, la mayor parte 
de las veces a petición de personas con problemas conyugales, filiales, de 
enemistad y muchas más. 
 
Aparte de ser un instrumento de sanción moral, la letre-de cache fue utilizada 
como medio de corrección en la prisión. Como bien lo recuerda MICHEL 
FOUCAULT, en su bien conocida obra: La verdad y las formas jurídicas 
(Barcelona, Gedida, 1980), “el individuo que era objeto de una letre-de cache no 
moría en la horca, ni era marcado y tampoco tenía que pagar una multa, se lo 
colocaba en prisión y debía permanecer en ella por un tiempo que no se fijaba 
previamente, debía permanecer en prisión por un período determinado. En 
general, estipulaba que el individuo debía quedar hasta nueva orden y ésta sólo se 
dictaba cuando la persona que había pedido la letre-de cache afirmaba que el 
individuo en prisión se había  corregido.” 
 
En Castilla durante la edad media, la justicia era impartida por el alcalde, voz 
arábiga equivalente al judex. Durante la era colonial en Hispanoamérica la justicia 
estuvo en manos de alcaldes, corregidores, oidores de justicia mayor y hasta del 
pacificador, como ocurrió en la Nueva Granada. 
 
Es a partir del siglo XVIII cuando aparece el juez natural o judicial, designado por 
el Estado, para administrar justicia en forma independiente e imparcial, sin relación 
alguna con los poderes ejecutivo y legislativo y con status judicial. Su competencia 
deriva de la Constitución y de la ley expedida por el poder legislativo y administra 
justicia en nombre de la nación o del pueblo. 
 
- EL DERECHO DE DEFENSA: El Art. 29 de la Constitución Política de 1991 
establece que “quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de 
un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; 
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a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a 
controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 
condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho”. 
 
Se puede decir que durante un siglo largo la expresión defensa estuvo fuera de la 
Carta Magna por cuanto estuvo ausente de la Constitución de 1886 y sólo aparece 
en la de 1991. El Art. 26 de la retrógrada ley suprema de NÚÑEZ y CARO decía: 
“Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se 
impugne ante el tribunal competente, y observando la plenitud de las formas 
propias de cada juicio”. En materia criminal, la ley permisivo o favorable, aun 
cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
 
Lo anterior significa que no se reconocía en causas penales el derecho de 
defensa, pero éste se dejaba a la legislación procesal penal, que siempre que 
impuesta por decretos de facultades extraordinarias concedidas al Ejecutivo por el 
Legislativo o a través  de decretos legislativos de estado de sitio dictados por el 
monarca de turno. Durante un siglo no expidió el Congreso ningún código. 
 
El gran acierto del Constituyente de 1991 es que incluye por primera vez el 
derecho de todo acusado a su defensa, en la doble modalidad: defensa material si 
él se defiende por si mismo sin la intervención de letrado, o defensa técnica, si 
ésta se lleva a cabo por un abogado libremente designado por el imputado o bien 
por defensor de oficio designado por el Estado. 
 
Naturalmente, el constituyente de 1991 actuó bajo el impulso de las garantías 
mínimas del acusado, contenidas tanto en el Art. 14 del Pacto internacional de 
derechos Civiles y políticos de las naciones Unidas de 1966 como en el Art.8 de la 
convención americana sobre derechos humanos 1967, texto que se examinarán 
en este mismo capítulo. 
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El derecho a la defensa es, por consiguiente, un derecho constitucional 
fundamental, de aplicación inmediata, y se aplica en todos los campos de la 
actividad humana y en todas las esferas del derecho, sin limitación alguna. Nadie 
puede pretextar la falta de reglamentación legal para desconocer el derecho de 
defensa de las personas. 
 
Sobre el derecho de defensa la Corte Constitucional, en su sentencia SU 960/99 
dijo, sin ambages, que el derecho de defensa es elemento esencial del debido 
proceso: 
 
El artículo 29 de la Carta Magna consagra que el debido proceso se aplicará a 
toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Según el mandato 
constitucional, nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al 
acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la 
plenitud de las formas propias de cada juicio. 
 
La norma ordena a los funcionarios competentes en tales actuaciones, partir de la 
presunción de inocencia de la persona imputada mientras no se le haya declarado 
judicialmente culpable. 
 
El caso objeto de análisis expone a las claras una situación de absoluta 
imposibilidad del procesado para conocer que se le adelantaba un proceso y, por 
tanto para ejercer su derecho constitucional a defenderse, lo que lleva a esta 
Corte a formular algunas consideraciones en torno a la función del proceso y a la 
responsabilidad del Estado por no garantizar, como lo manda la Constitución, que 
los procesados tengan efectiva y real oportunidad de hacer valer sus razones  
durante todo el desarrollo de la investigación y del juicio. 
 
No puede olvidarse que los procesos penales se instauran en razón de la facultad 
del Estado, que simultáneamente es obligación, de imponer las sanciones  
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legalmente contempladas a quienes infringen el ordenamiento jurídico. Pero a 
partir de una presunción constitucional la de inocencia, traslada al ente estatal la 
carga de la prueba, tales procesos tienen lugar precisamente para que, en el curso 
de un trámite conocido por el imputado y en el que goce de todas las 
oportunidades para sostener en su caso la validez y aplicación de dicha 
presunción, se le pueda demostrar, fuera de toda duda, que ha delinquido y que 
es culpable, desvirtuando aquella. 
 
Se excluye por tanto, toda predeterminación legal de la responsabilidad penal, 
todo prejuzgamiento de culpa y toda forma de responsabilidad objetivo, como 
varias veces lo ha señalado la Corte. 
 
- EL NON BIS IN IDEM:  El conocido principio denominado non bis in ídem, según 
el cual nadie puede ser juzgado o condenado dos veces por el mismo hecho, se 
encuentra consagrado en nuestro supremo ordenamiento, como un derecho 
fundamental que hace parte de las garantías del debido proceso, contempladas en 
el artículo 29 de la Carta. 
 
A pesar de que es generalmente aceptado en el ámbito interno, con frecuencia las 
legislaciones desconocen la condición de cosa juzgada a la sentencia del tribunal 
extranjero, tal como lo establece el Código Penal colombiano. 
 
El Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos dispone en su artículo 14.7: 
“Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido 
condenado o absuelto por una sentencia en firme, de acuerdo con la ley y el 
procedimiento penal de cada país”. A su turno el artículo 8.4 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos ordena: “El inculpado absuelto por una 
sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos”. 
Puede notarse que la Convención Americana reduce la aplicación del principio, al 
consagrarlo a favor del “inculpado absuelto”, dando a entender que el condenado 
 50 
si puede ser sometido a nuevo juicio. 
 
La consecuencia más importante que se deriva del aludido principio es la 
inadmisión de revisión de una sentencia en firme en contra del imputado absuelto 
o condenado por un hecho punible menos grave o a una pena más leve que la 
correspondiente. Se quiere evitar que la persona sufra la reacción penal más de 
una vez por el mismo hecho, que sea perseguida de nuevo para condenarla, 
cuando fue absuelta, o para imponerle una pena superior a la que resultó del 
primer procedimiento (con anulación, en este último caso de la primera condena). 
Impide la múltiple persecución penal toda posibilidad de establecer el recurso de 
revisión en desfavor del imputado absuelto o condenado por un delito más leve. 
 
De cara a este derecho fundamental, no se puede adelantar nuevo proceso en 
contra de quien ha sido absuelto, condenado a una pena inferior a la que le 
corresponde o favorecido con cualquier decisión que haga  tránsito a cosa juzgada 
(preclusión de la investigación o cesación de procedimiento); igualmente este 
principio impide que por el mismo hecho, en un mismo proceso, reciba el imputado 
doble sanción, cuando se está ante el concurso aparente de tipos. 
 
Este principio sólo es operante en los casos en que exista identidad de causa, de 
objeto y de la persona a la cual se le hace la imputación. 
 
La identidad en la persona significa que el sujeto incriminado debe ser la misma 
persona física en dos procesos de la misma índole. 
 
La identidad del objeto está construida por la del hecho respecto del cual se 
solicita la aplicación del correctivo penal. Se exige entonces la correspondencia en 
la especie fáctica de la conducta en dos procesos de igual naturaleza. 
 
La identidad en la causa se refiere a que el motivo de la iniciación del proceso sea 
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el mismo en ambos casos. 
 
Ha dicho la Corte Constitucional que no se viola el principio non bis in ídem; 
cuando se aplican sanciones disciplinarias y penales por el mismo hecho, por 
cuanto el juicio realizado en dos jurisdicciones diferentes implica una confrontación 
con normas de categoría, contenido y alcance distintos, ya que mientras el juez 
disciplinario confronta el comportamiento con la normatividad de carácter ético, el 
juez penal la desvalora con los tipos penales 
 
Así las cosas, cuando se adelanta un proceso disciplinario y uno penal contra una 
misma persona, por unos mismos hechos, no se puede afirmar válidamente que 
exista identidad de objeto ni identidad de causa, pues la finalidad de cada uno de 
tales procesos es distinta, los bienes jurídicamente tutelados también son 
diferentes, al igual que el interés jurídico que se protege.  
 
En efecto, en cada uno de esos procesos se evalúa la conducta del implicado 
frente a unas normas de contenido y alcance propios. En el proceso disciplinario 
contra servidores estatales se juzga el comportamiento de éstos frentes a normas 
administrativas de carácter ético destinadas a proteger la eficiencia, eficacia y 
moralidad de la administración pública; en el proceso penal las normas buscan 
preservar bienes sociales más amplios. 
 
Si bien es cierto que entre la acción penal y la disciplinaria existen ciertas 
similitudes, puesto que las dos emanan de la potestad punitiva del Estado, se 
originan en la violación de normas que consagran conductas ilegales, buscan 
determinar la responsabilidad del imputado y demostrada ésta, imponer la sanción 
respectiva, siguiendo los procedimientos previamente establecidos por el 
legislador, no es menos cierto que ellas no se identifican, ya que la acción 
disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que existe entre el 
funcionario y la administración en el ámbito de la función pública y se origina en el 
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incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el 
ejercicio de las funciones, la violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, y otras, y su finalidad es la de garantizar el buen 
funcionamiento, moralidad y prestigio del organismo público respectivo. Dichas 
sanciones son impuestas por la autoridad administrativa competente o por la 
Procuraduría General de la Nación, ente que tiene a su cargo la vigilancia de la 
conducta oficial de los servidores estatales. 
 
La acción penal, en cambio, cubre tanto la conducta de los particulares como la de 
los funcionarios públicos, y su objetivo es la protección del orden jurídico social: 
Cabe agregar que ya no es posible diferenciar la acción penal y la disciplinaria por 
la existencia en la primera de los conceptos de dolo o culpa, pues al tenor de lo 
dispuesto por el estatuto disciplinario, “en materia disciplinaria queda proscrita 
toda forma de responsabilidad objetiva y las faltas sólo  son sancionables a título 
de dolo o culpa”2. 
 
Se viola este principio de la siguiente manera: 
 
-Cuando el absuelto es procesado de nuevo. 
 
-Por medio del sometimiento a un nuevo proceso de la persona condenada, con el 
fin de imponerle una pena más por el mismo hecho o hacer más gravosa la pena 
impuesta. 
 
-Cuando el mismo hecho en el mismo proceso se adecua en dos o más tipos 
penales y al imputado se aplica pena por cada uno de los tipos en los cuales su 
conducta concurre de manera aparente. 
 
-Cuando el favorecido con preclusión de la investigación o cesación de 
                                                 
2
 Corte Constitucional, sent. C-244 de Mayo 1996, Mag. Ponente Carlos Gaviria Díaz. 
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procedimiento o cualquier otra decisión que ponga fin al proceso y haga tránsito o 
cosa juzgada, es nuevamente procesado. 
 
-Por medio del instituto de la reincidencia, porque conforme al mismo, al 
procesado que ha vuelto a delinquir se le aumenta la pena por razón del primer 
delito, no obstante que ha purgado la de éste, caso en el cual por el primer hecho 
paga una doble sanción: la impuesta en el proceso original y la que le es aplicada 
a título de aumento de la punibilidad en el segundo o posterior proceso. 
 
También se vulnera en los sistemas procesales que admiten el llamado 
sobreseimiento temporal, provisional o provisorio, que guarda una gran semejanza 
con la denominada “absolución de instancia” del antiguo proceso de las 
monarquías absolutas, al dejar a los procesados en una situación de indefinición 
procesal, pagando el precio de una cuota de estigmatización. 
 
Es apenas obvio que quien resulte sometido a un proceso tiene el innegable  
derecho a una decisión jurisdiccional condenatoria o absolutoria, en un cierto 
tiempo, derecho que le resulta francamente vulnerado cuando el proceso se 
interrumpe, alegando falta de prueba, y queda en un estado de incertidumbre que 
puede perdurar años, en algunos casos hasta que prescriba la acción penal, lo 
cual atenta contra la dignidad del ser humano. 
 
LA COSA JUZGADA: Uno de los postulados básicos en los cuales se ha fundado 
y desarrollado la civilización jurídica, es el de la cosa juzgada. Le da a los fallos un 
carácter inmutable, intangible, definitivo, indiscutible y obligatorio, cuando los 
procesos en los cuales se dicten se han tramitado en forma debida.  
 
Con ello se cierra paso a la incertidumbre, al impedir que la definitiva decisión sea 
objeto de nueva revisión o debate, a través de la instauración de instancias 
adicionales a las existentes y ya surtidas, o de la reapertura del caso juzgado. De 
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esta manera se consigue la seguridad de las relaciones jurídicas y la estabilidad 
del ordenamiento jurídico, que supone armonía y sólo se obtiene con el respeto 
afectivo a la certeza jurídica. 
 
La finalidad de la cosa juzgada es la seguridad jurídica, consistente en la 
estabilidad del orden y en la vigencia de un sistema que garantiza que se aplicará 
la justicia de manera definitiva. 
 
La cosa juzgada es formal y material, la formal le da fuerza al fallo al impedir que 
sea revisado dentro del mismo proceso, sin que se hayan alterado los hechos y 
los fundamentos jurídicos de la decisión. La material le da al fallo el carácter de 
inmutable, intangible y obligatorio en proceso diferente a aquel en el cual se dictó 
la providencia definitiva. 
 
Con todo, no se puede desconocer la posibilidad de errores judiciales por la 
apreciación equivocada de los hechos y la indebida interpretación o aplicación de 
las leyes, por lo que se establecen medios de control a los fallos, para asegurar la 
corrección del yerro y la real consolidación del criterio de justicia. 
 
A fin de asegurar que quien se considere lesionado en sus derechos pueda 
obtener que se corrija el rumbo del proceso, impugnar el fallo que le es adverso y 
verificar en diferentes momentos procesales si el juicio se ajusta a las 
prescripciones constitucionales y legales, dentro de un conjunto de garantías que 
nuestra Carta política cobija bajo la institución del debido proceso consagrado en 
su artículo 29. La ley en su desarrollo, establece recursos judiciales ordinarios y 
extraordinarios, impedimentos, recusaciones, principios de valoración y 
contradicción de las pruebas, nulidades y oportunidades  de impugnación contra 
las providencias proferidas por el juez, entre otros medios cuyo objeto es el de 
verificar la observancia de la legalidad, la imparcialidad del juzgador, el respeto a 
los derechos de los afectados por sus decisiones y el mayor grado de justicia en el 
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contenido de éstas, además de las formas de responsabilidad patrimonial del 
Estado y del propio juez por los perjuicios que ocasione un yerro judicial 
debidamente establecido por la jurisdicción correspondiente. 
 
No obstante lo anterior, se tiene que en Colombia existen dos acciones para 
remover los efectos de la sentencia en firme como son: la acción de revisión y la 
acción de tutela. La revisión es una excepción al principio rector de la cosa 
juzgada, conocida inicialmente como recurso extraordinario, y ahora simplemente 
como acción. La acción de tutela en una similar intención, ha dado lugar al 
desconocimiento de la cosa juzgada, en tanto existe la posibilidad de tutelar una 
sentencia ejecutoriada si se expidió con desconocimiento del derecho o por vía de 
hecho, desconociéndose así la cosa juzgada objetiva de las sentencias. 
 
Aunque la Honorable Corte Suprema de Justicia no admite de un todo que por vía 
de Tutela se remueva una sentencia en firme, ha aceptado las decisiones de la 
Corte Constitucional y del Consejo de Estado cuando han removido fallos 
ejecutoriados.  
 
Las antecitadas figuras han sido aceptadas, toda vez que en un estado social de 
derecho como es el nuestro, los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario, deben ser captados, especialmente en momentos como los que vive 
el país. De esta manera, corresponde a la Corte analizar cada caso concreto, para 
así desentrañar si efectivamente se puede predicar la existencia de cosa juzgada 
o si por el contrario, ante una cosa juzgada se permita una valoración diferente, en 
aras de garantizar tanto la integridad y supremacía de la Carta como los derechos 
de los asociados.  
 
Es importante resaltar además, que fuera de las acciones aplicables en el interior 
del país, como excepciones a la cosa juzgada, opera igualmente el Instrumento de 
la Corte Penal Internacional. 
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- Fundamentos constitucionales de la cosa juzgada: No obstante que la 
Constitución no proclama de manera expresa en unos de sus artículos el principio 
de la cosa juzgada, no se puede dudar hoy sobre su raigambre constitucional y su 
carácter vinculante para los operadores jurídicos, en especial si se tiene en cuenta 
que lo acoge de manera explícita el artículo 243 de la Carta Política, al disponer: 
“Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control jurisdiccional hacen tránsito a 
cosa juzgada constitucional”. 
 
El  principio de la cosa juzgada hace parte de las reglas que integran el debido 
proceso, a pesar de no ser mencionado expresamente en el artículo 29 de la 
Constitución, porque todo proceso está erigido para culminar con decisión en 
firme, lo cual le da a la sentencia el alcance de un verdadero derecho 
fundamental, para impedir la indefinida expectativa entorno a la solución al 
conflicto de las partes, y es, entonces, también derecho constitucional fundamental 
la autoridad de cosa juzgada. 
 
Son principios fundamentales del estado Colombiano (artículo 1º C. N) el respeto a 
la dignidad humana y la prevalencia del interés general. Esta dignidad se 
vulneraría si el procesado no tuviera seguridad de que la solución dada es la 
definitiva, pues la incertidumbre se podría traducir en una forma de violación 
estatal. Tampoco se sabría cuál es el interés  general si el fallo que lo declara o 
reafirma no es intangible. 
 




El principio de la celeridad se fundamenta en las siguientes razones: 
 
Es deber del Estado administrar una pronta y cumplida justicia. No basta 
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simplemente que los jueces resuelvan los conflictos, sino que es necesario que lo 
hagan dentro de los términos precisos señalados por la ley. 
 
El procesado tiene derecho a que se le resuelva su situación jurídica lo más pronto 
posible, para no permanecer en un estado de indefinición, que en muchas 
oportunidades se traduce en una estigmatización innecesariamente prolongada, 
pues esto se convierte en una violencia injustificada por parte del Estado, 
causante de perjuicios graves para el imputado. También la victima tiene derecho 
a saber si se le repara o no el daño causado y a percibir lo más rápido el pago de 
la indemnización correspondiente. 
 
La sociedad también tiene derecho a saber cuál es la solución al conflicto que 
genera el delito, porque dado el carácter público del derecho penal, en el cual no 
solamente están comprometidos los intereses de los sujetos procesales, sino 
también los del Estado y la sociedad, ésta tiene el derecho a que los jueces frente 
a la realización de un hecho se pronuncien en el sentido de si constituye delito o 
no, si lo realizó o no la persona imputada, si se aplica o no la pena 
correspondiente y si se indemniza o no a la víctima. Sólo una pronta y cumplida 
justicia despierta los sentimientos de confianza y de solidaridad de los asociados 
en los organismos dispensadores de justicia. 
 
- Formas de concreción de la celeridad: Tal como quedó definido, el debido 
proceso desde el punto de vista formal es una sumatoria de actos consecutivos y 
preclusivos; de ahí que las actuaciones judiciales deben cumplirse de manera 
ordenada y dentro de unos plazos prefijados, para evitar la intromisión de la 
anarquía dentro del proceso, protagonizada por los sujetos procesales o por los 
funcionarios judiciales. Es por lo que la ley tiene mecanismos para la concreción 
de la celeridad: los principios de la preclusión y de la concentración. 
 
La preclusión. La ley señala a los jueces y fiscales términos para desarrollar sus 
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actuaciones (práctica de pruebas) y para la adopción de providencias dentro del 
proceso, por lo cual son ilegales las pruebas que practiquen por fuera del término 
correspondiente, lo mismo que merecedores de sanciones disciplinarias los 
retardos injustificados, además de constituir causal de impedimento y de 
recusación. La ley no sólo señala exigencias respecto de quien es competente 
para realizar un acto procesal, sino también del modo, lugar y tiempo en que el 
mismo deber ser llevado a cabo. 
 
El artículo 29 de la Constitución señala que hace parte de la garantía fundamental 
en el plasmado el derecho de todo sindicado a un debido proceso “sin dilaciones 
injustificadas”. 
 
La concentración: El principio de concentración también desarrolla la celeridad, 
porque obliga a que las audiencias no se interrumpan injustificadamente y si fuera 
necesario hacerlo se reanuden lo más pronto posible. Esto quiere decir que no es 
suficiente que se inicie la audiencia pública y se cite a sesiones con intervalos 
considerables, porque ello atenta contra la concentración, puesto que el juez 
puede olvidar lo debatido en las primeras intervenciones.  
 
- La Celeridad y los Procedimientos abreviados: La celeridad no puede llevarse 
por delante otros derechos fundamentales, pues en aras de la economía procesal 
y del rápido proceso no pueden conculcarse la dignidad humana, la controversia 
de la prueba y la defensa, entre otros, porque su precio resultaría demasiado 
costoso para el derecho penal democrático, tal como ocurre con los 
procedimientos abreviados creados en Colombia, a través de los allanamientos a 
cargos, mediante la cual se condena al procesado sin fórmula de juicio. 
 
Por supuesto, bien vale la pena establecer procedimientos ágiles para los casos 
en los cuales el procesado acepta los cargos y pide la aceleración de su causa, 
pero sin la supresión de la etapa más importante del proceso penal propio del 
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Estado de derecho: la de juzgamiento. 
 
El procedimiento abreviado antes aludido viola el debido proceso, porque suprime 
la etapa del juzgamiento y desconoce lo estipulado en tratados internacionales y 
en el artículo 29 de la Constitución Política, en lo relativo a que el procesado tiene 
derecho a un juzgamiento público. La no dilación del proceso y la celeridad no 
autorizan a condenar al procesado sin juicio, pues la aceptación de los cargos 
jamás podrá en ningún régimen democrático, suplir la exigencia del juicio público, 
reclamado con celo por los órdenes jurídicos internacionales. No se debe 
confundir la celeridad con el atropellamiento. 
 
- Eficacia de la celeridad:  el ordenamiento trae señalados mecanismos de 
control para el logro del respeto al principio de la celeridad, tales como la 
imposición de sanciones a los funcionarios injustificadamente morosos, la 
estipulación de causales de impedimento y recusación por demora injustificada, la 
nulidad por violación del debido proceso y la acción de tutela para lograr la 
oportuna y debida intervención de los funcionarios; lo mismo que sanciones 
disciplinarias para los sujetos procesales que entorpezcan de mala fe el normal 
desarrollo del proceso. 
 
Cierto es que se han fijado términos máximos de duración para la detención 
preventiva, pero ello no es la mejor solución al problema, porque el ideal es 
otorgarle plazos no largos a los administradores de justicia para que resuelvan los 
asuntos llevados a su conocimiento, a fin de que una vez vencidos los mismos se 
pronuncien mediante decisiones que hagan tránsito a cosa juzgada. 
 
La nulidad como “última ratio”: Si existen otros medios procesales que permitan 
subsanar la irregularidad sustancial, deben ser utilizados y se debe invalidar la 
actuación sólo cuando no se cuente con mecanismos diferentes para remediarla. 
Además se señala un término para plantear la nulidad, a fin de evitar deslealtad 
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por parte de los sujetos procesales, que se traduzcan en innecesarias e 
injustificadas dilaciones. 
 
Impedimentos y recusaciones: Como una medida de eficacia para resolver la 
problemática que genera la violación del principio de celeridad, el código de 
procedimiento Penal señala como causal de impedimento y recusación que el 
funcionario judicial haya dejado vencer, sin actuar los términos que la ley señala al 
efecto, salvo que la demora sea debidamente justificada, lo cual guarda 
consonancia con lo establecido en el artículo 228 de la Constitución Policita. 
 
- Celeridad e inmediatez: La inmediatez significa, en primer lugar, que el juez 
debe dictar la sentencia con base en  hechos y pruebas que haya percibido él 
mismo, se proscribe por consiguiente la práctica de las pruebas por otro 
funcionario. En segundo lugar, permite que el juez obtenga la prueba de la propia 
fuente. 
 
Tal como se dijo, la celeridad y la inmediatez permiten desarrollar el principio de la 
concentración, conforme al cual el procedimiento debe ser agotado en lo posible 
sin interrupciones, pues si se dan, deben continuarse lo más pronto la diligencia 
de audiencia iniciada. 
 
- EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD:   
 
- Noción: Por proceso público cabe entender aquél en el cual la ejecución o la 
práctica de la prueba, su valoración y las intervenciones de los sujetos procesales, 
se realizan con la posibilidad de asistencia física, no sólo de las partes sino 
también de la sociedad en general. 
 
La publicidad asegura el control, tanto externo como interno, de la actividad 
judicial. El externo porque la sociedad tiene la oportunidad de presenciar la forma 
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como se administra justicia en su seno, como se comportan los sujetos procesales 
y sus jueces, derecho que le asiste porque la soberanía es popular. El interno, 
porque los sujetos procesales puedan tener acceso al proceso, intervenir en las 
actuaciones judiciales y controlar la actividad de los funcionarios, al interior del 
proceso con el ejercicio del derecho de postulación y de los recursos 
correspondientes y externamente mediante las acciones disciplinarias. 
 
Conforme a la publicidad, la justicia no se administra en gabinetes a puerta 
cerrada, porque los procedimientos de formulación de hipótesis y de 
determinación de la responsabilidad penal tienen que producirse a la luz pública, 
bajo el control de la opinión general y sobre todo del imputado y de su defensor, lo 
que constituye la característica más seductora del proceso acusatorio. 
 
- Clases de publicidad: La publicidad puede ser absoluta o relativa. Absoluta, es 
la que presupone la posibilidad de asistencia de cualquier miembro de la 
comunidad social al público desarrollo del proceso, en el cual se practica toda la 
prueba, se valora y se cumplen las intervenciones de las partes; publicidad ésta 
que, a su turno, puede ser “Inmediata” cuando es posible la asistencia personal o 
física del público a las actuaciones y “mediata” cuando se interpone entre el juicio 
oral y el preceptor algún medio de comunicación social (televisión, radio, prensa, y 
otros). La publicidad Relativa se da cuando sólo las partes en el proceso pueden 
tener conocimiento de las actuaciones. 
 
Algunos sistemas procesales, como el colombiano, combinan las dos formas de 
publicidad: es relativa en la etapa de la instrucción, pues está reservada 
exclusivamente para los sujetos procesales, en tanto que es absoluta en el juicio 
toda vez que cualquier persona puede asistir a las audiencias públicas de 
juzgamientos. 
 
- El principio de oralidad: La oralidad del juicio está estrechamente vinculada a 
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la publicidad y representa su principal garantía. 
 
De acuerdo con el principio de la oralidad, sólo podrá tomarse como fundamento  
de la sentencia el material probatorio presentado y discutido verbalmente en el 
curso de la audiencia pública; de esta manera se garantiza que los sujetos 
procesales sepan sobre que habrá de decidir el juez. 
 
Este principio es una de las grandes conquistas de la realidad jurídica 
democrática, porque brinda al procesado la efectiva posibilidad de hacerse oír 
ante el juez y le permite a la sociedad entender el curso del proceso. Además, 
concreta la dignidad del ser humano, porque es el marco de la audiencia oral que 
se le da la posibilidad al procesado de participar de manera activa en la formación 
de la verdad que permita finalmente dictar sentencia. 
 
En los procesos penales el principio de oralidad está unido íntimamente a los de 
celeridad y publicidad. 
 
La oralidad, por otra parte, garantiza otros principios del procedimiento moderno, 
tales como el de la inmediación con los sujetos procesales y la controversia de la 
prueba. Así las cosas lo que se pretende es consolidar la legislación vigente en 
materia de oralidad, básicamente en la etapa del juicio, y con especialidad en la 
realización de las audiencias. 
 
El artículo 29 de la Carta Magna alude al debido proceso, el que se caracteriza 
entre otros, por la posibilidad de que toda persona puede presentar pruebas y 
controvertir las que se alleguen en su contra. El proceso, de acuerdo con esta 
misma disposición, debe ser público y sin dilaciones injustificadas. 
 
Claro resulta entonces que si el proceso debe ser público, esa publicidad se logra 
mediante la oralidad que suprime en gran parte, sin menoscabo de lo sustancial, 
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formalismos innecesarios. Y para que no existan dilaciones, esa misma oralidad 
impone una celeridad conveniente. 
 
- RETROACTIVIDAD DE LA LEY PENAL PERMISIVA O FAVORABLE: La 
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras desfavorables o restrictivas 
afecta ante todo al Derecho Penal, al establecer una limitación a todos los 
operadores jurídicos, tanto al legislador como al poder de reglamentación de la 
administración y al intérprete de la norma, pues por razones de justicia, igualdad y 
dignidad humana ha de impedirse que se sancione una acción u omisión con 
penas más drásticas que aquellas vigentes cuando se cometió la infracción, 
además de lo que proscribe el principio de la seguridad jurídica. A pesar de que la 
ley penal opera hacia el futuro, se acepta el principio de retroactividad de las 
normas penales más favorables, al impedir  que el derecho sancionador más duro 
se aplique después de que el mismo haya sido sustituido por otro más benigno. 
 
Este principio complementa el de la legalidad de la pena, pues el Nullum crimen 
nulla poena sine lege, por si sólo no dicta que la ley pueda ser aplicada en forma 
retroactiva, porque simplemente exige que la acción atribuible sea delictiva en el 
momento de la realización de la conducta. Si la ley penal tuviese la oportunidad de 
establecer como delito una conducta que en el momento de la comisión no lo era, 
ello sería autorizar la arbitrariedad, del mismo modo que lo sería permitir la 
aplicación de una ley desfavorable al momento en que operaba una ley favorable 
para el procesado. De ahí la necesidad del principio de irretroactividad de la ley 
penal, con excepción de la aplicación retroactiva de la favorable  al procesado. 
 
Este principio lo contempla  la Convención Americana sobre Derecho Humanos en 
su artículo 9º al señalar “Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones 
que en el momento de cometerse no fueran delictivas según el derecho aplicable. 
Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la 
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imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará con ello”. 
 
El artículo 29 de la Constitución Política lo consagra al establecer: “en materia 
penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable”. 
 
Ninguna de estas dos disposiciones contempla excepciones, de modo que la 
favorabilidad se da tanto respecto de las leyes sustantivas como de las 
procesales, porque no sólo aquéllas pueden contemplar situaciones más 
restrictivas o permisivas o más favorables o desfavorables, pues tanto las unas 
como las otras limitan derechos fundamentales, razón por la cual debe aplicarse la 
retroactividad de la ley favorable sin discriminación. 
 
- EL DERECHO A LA DOBLE INSTANCIA: Ante la falibilidad del juez, se ha 
entendido la necesidad de establecer como garantía el derecho de interponer 
recursos contra las sentencias, bien el de apelación o el extraordinario de 
casación y la acción de revisión por el condenado. Desde luego que en el sistema 
acusatorio puro el recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia se 
dificulta, porque los veredictos son rendidos por jurados que deciden de acuerdo 
con la íntima convicción, o sea en conciencia y sin motivar el fallo.  
 
La legislación colombiana establece la obligación de sustentar el recurso de 
apelación, lo cual es positivo, porque le impone al recurrente el deber de delimitar 
el problema jurídico, dado que el funcionario de segunda instancia debe saber con 
exactitud sobre cual aspecto de la provincia (total o parcialmente) recae la 
inconformidad del impugnante. 
 
Pero es también negativo, porque puede atentar contra los principios de la 
igualdad y del acceso a la administración de justicia, cuando el apelante es el 
procesado no versado en disciplinas jurídicas. Violaría el derecho a la igualdad, 
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porque mientras los demás sujetos procesales (la parte civil, el ministerio público, 
el fiscal y el defensor), tienen la suficiente formación profesional que les permite 
suplir tal exigencia de sustentación del recurso, el procesado carece de tal 
capacidad y queda, entonces, en desventaja, por otra parte, se restringe el acceso 
a la administración de justicia, porque si bien es cierto que no se establecen para 
el procesado obstáculos que hagan imposible llegar al juez, no es menos cierto 
que aquél no está en condiciones de formular su alegato para hacerle saber al 
fallador de segunda instancia los elementos de juicio en los que apoya su 
inconformidad. 
 
- PROHIBICIÓN DE LA “REFORMATIO IN PEJUS”. 
 
- Noción: Entre las garantías procesales que genera la seguridad jurídica está el 
principio de la no reformatio in pejus, que, así mismo, es una garantía 
constitucional que hace parte del derecho fundamental al debido proceso.  
 
Conforme a la prohibición de la reformatio in pejus que opera en la normatividad 
colombiana, cuando el recurso de apelación sea interpuesto exclusivamente por el 
procesado o su defensor, el juez de segunda instancia no podrá empeorar la 
situación del procesado. 
 
Las pretensiones del recurrente que delimitan el problema jurídico materia de 
estudio por parte del superior jerárquico condicionan la intervención de éste, quien 
adquiere competencia no sólo si media recurso validamente sustentado, sino 
también si el mismo es presentado por parte legítima, esto es, por quien padezca 
perjuicio o invoque agravio y persevere en el recurso. 
 
La apelación siempre se entiende interpuesta en lo desfavorable, por lo cual la 
alzada propuesta contra una decisión que no causa ningún agravio debe ser 
declarada desierta por ausencia de interés jurídico del recurrente, en otras 
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palabras, por falta de legitimación en la causa. La seguridad jurídica para el 
apelante único se concreta en que, dado su único interés o de varios no 
confrontados, no se puede empeorar su situación, pues al hacerlo se afectaría la 
parte favorable de la decisión impugnada, que no fue trasferida para el 
conocimiento del superior funcional, quien, entonces carece de competencia. 
 
La Constitución Colombiana limita el principio de la prohibición de la reformatio in 
pejus sólo en favor del imputado y no en el de los demás sujetos procesales.  
 
Esto es congruente con la adopción del sistema procesal acusatorio, cuya esencia 
radica en separar las funciones de acusación y juzgamiento para colocar en 
cabeza del fiscal la titularidad de la primera (Art. 250 C. N.), y en esa medida 
convertir al juez en un tercero independiente, desligado de muchas de las 
funciones que oficiosamente debía cumplir en el sistema inquisitivo anterior; por 
ello se le entrega a la fiscalía General de la Nacional “la carga de la prueba” y la 
responsabilidad de representar durante la etapa del juicio el interés del Estado en 
que se castigue al delincuente. 
 
- Desarrollo jurisprudencial de la no “reformatio in pejus” 
 
- Posición de la Corte Suprema de Justicia:  La sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, al definir el alcance de la garantía consagrada en el artículo 31 de la 
Constitución Política y tras anular los límites impuestos por el constituyente de 
1991 al ejercicio del poder punitivo del Estado, señala como excepción el principio 
de legalidad de la pena, entendiendo que la prohibición de agravar la pena 
impuesta en primera instancia sólo opera cuando se ajuste al marco establecido 
legalmente, sin que le sea permitido al juez aplicarla por debajo del límite mínimo 
ni por encima del máximo legal. 
 
En efecto, dijo esa alta Corporación: 
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“El texto constitucional se convierte así, por el principio de legalidad, en una 
garantía para el ciudadano en cuanto a que el legislador no podrá imponer penas 
de las que han sido excluidas por el texto constitucional y para los funcionarios 
judiciales que ejercen la represión la garantía al ciudadano que no se le podrán 
imponer penas por fuera de los límites temporales establecidos en la ley. 
 
Es por ello que este principio y el de la reformatio in pejus deben ser conciliados 
en su interpretación, en el sentido de que los jueces jerárquicamente superiores se 
encuentren impedidos para agravar la pena impuesta en primera instancia, pero 
siempre y cuando ella se haya ajustado al principio constitucional de la legalidad, 
porque es obvio que los jueces dentro del principio también constitucional de la 
independencia, según el cual sólo están sometidos al imperio de la Constitución y 
de la ley, al tasar las penas necesariamente deben cumplir esta función dentro de 
los parámetros señalados por tal normatividad, es decir, teniendo en cuenta las 
diversas circunstancias de atenuación y agravación punitiva, y es claro que bajo 
ninguna circunstancia se podrán deducir penas por debajo del mínimo legal o por 
encima del máximo legal”. 
 
Posición de la Corte Constitucional: La Corte Constitucional le ha dado un 
doble alcance interpretativo al principio analizado, pues en unos fallos ha aceptado 
excepciones legales (doctrina minoritaria), en tanto que en otros (la mayoritaria) ha 
sentenciado que la no reformatio in pejus no puede tener limitación alguna 
cuando el condenado es apelante único. 
 
- La doctrina restrictiva (minoritaria) En las sentencias T-146/95 y T-155/95 la 
Corte Constitucional, en aras de proteger el principio de legalidad y dándole a los 
derechos fundamentales, en especial al de la libertad, una interpretación 
simplemente formal, sostuvo que así el condenado sea apelante único, su interés 
en la revocatoria o atenuación de la sanción debe ceder ante el de legalidad de la 
pena, y que puede el Estado hacer gravosa la situación del procesado apelante. 
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- La doctrina ilimitada (mayoritaria): La Corte ha establecido doctrina 
mayoritaria en el sentido de que el superior es incompetente para pronunciarse 
sobre la legalidad de la pena impuesta al apelante único, dado que el punto no es 
materia del problema jurídico planteado por el recurrente y el sistema acusatorio y 
la no reformatio in pejus le prohíben al fallador de segunda instancia intervenir ex 
oficio y le imponen la obligación de actuar sólo con carácter dispositivo, conforme 
a la limitación fijada por la apelación y las pretensiones que contiene. 
 
- Legalidad de las decisiones judiciales: Aducir que la nulidad se justifica por 
haberse violado el principio de la legalidad de la pena es un argumento 
inaceptable. Porque la pena impuesta no es gratuita ni caprichosa, ni ha sido 
creación arbitraria del juez. Simplemente el juez de primera instancia ha basado 
su decisión en una norma distinta a la que juzga pertinente el ad quem y, por ende 
a juicio de éste ha cometido un error. Pero resulta que los recursos son 
mecanismos tendientes a eliminar errores, pero errores que el juez de segunda 
instancia pueda jurídicamente enmendar.  
 
Es decir, para cuya enmienda tenga competencia. Y en un caso como el sub 
judice tal funcionario tiene su competencia expresamente limitada por la norma 
constitucional. Si él a quo incurrió en un error y el Estado, por intermedio del 
Ministerio fiscal, no lo consideró tal o fue negligente en el ejercicio de su función, 
tal apreciación u omisión no puede subsanarla el ad quem mediante el 
desconocimiento de una garantía consagrada en la Carta y no sujeta a condición. 
 
- El debido proceso: Se trata de un juego limpio que en el fondo, tales el debido 
proceso que ninguna de las partes puede infringir y mucho menos el Estado, a 
cuyo cargo está la guarda de la garantía. Hay oportunidades y mecanismos 
adecuados para enmendar errores. Su enmienda, así se juzgue de alta 
conveniencia, no puede tener lugar en cualquier momento y bajo cualquier 
condición que la norma superior no haya previsto. Porque lo que se juzga un 
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interés general no puede sacarse avante por encima de la propia normatividad que 
lo consagra y delimita. Proceder de ese modo sería subrogar la voluntad del 
funcionario a la Constitución y, por ende, destruir el Estado de derecho en 
beneficio de interés de ocasión, así se juzguen de la más alta estirpe. 
 
-  La congruencia: Si el juez ad quem encuentra que en la sentencia de primer 
grado se consideran, en perjuicio del procesado, circunstancias agravantes que no 
habían sido señaladas en la resolución de acusación y una vez más el condenado 
ha sido el único apelante, debe prescindir de ellas así la pena resulte aún más 
benigna que la impuesta por el aquo, adecuando directamente la sentencia. 
 
Al respecto, la Corte también fijó su doctrina en la sentencia T-474 de 1992, en 
esa oportunidad dijo: 
 
“En este marco de referencia deben evaluarse las tesis antagónicas de la 
jurisprudencia penal. La doctrina que no reconoce la obligación cuya violación 
entraña nulidad constitucional de mencionar expresamente en todos los casos las 
circunstancias específicas de agravación punitiva en el pliego de cargos, no se 
ajusta a las previsiones de la Constitución. En atención a los efectos de un mayor 
o menor término de privación de la libertad, a la necesidad de una adecuada y 
explícita información sobre los cargos que le imputan a un sindicado para hacer 
operar en toda su magnitud la presunción de inocencia y a la cara probatoria en 
cabeza de la parte acusadora, la exigencia de hacer explícitas las circunstancias 
específicas de agravación en el auto o resolución de acusación es la más acorde 
con las garantías sustanciales y procesales consignadas en el artículo 29 de la 
Constitución, al permitir que el sindicado con la asistencia de su abogado planee y 
ejecute autónoma e integralmente su defensa. 
 
En el caso sub examnie se ha vulnerado el derecho de defensa del peticionario 
por la decisión de la sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia de 
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condenar al procesado a una mayor a la impuesta inicialmente, a pesar de que en 
primera instancia expresamente se afirmó por parte del juez que no se hacía 
referencia a las circunstancias de agravación punitiva por cuanto en el auto de 
proceder éstos no fueron formulados, luego la condenación no estaría en 
consonancia con los cargos enunciados en el llamamiento a juicio”. 
 
La prohibición de la reformatio in pejus tiene los siguientes requisitos: 
 
-Que el sentenciado sea apelante único. 
 
-Que el juez de segunda instancia adquiera competencia restringida, porque sólo 
puede revisar la sentencia en lo que resulte favorable al condenado recurrente. 
 
-Que  el juez no pueda, so pretexto de la indemnidad del principio de legalidad, 
agravar la pena impuesta, así está desconozca los límites mínimos del respectivo 
marco. 
 
- Concepto de Apelante Único: Se constituye en garantía la no reformatio in 
pejus cuando la sentencia ha sido Apelada únicamente por el condenado, y se 
dan las siguientes situaciones: a. Que se trate de un solo procesado; b. que si es 
un número plural de procesados todos recurran el fallo del a quo; y c. Que algunos 
procesados sean condenados y otros absueltos, recurriendo todos los condenados 
o parte de ellos, en tanto que los absueltos y algunos condenados se muestran 
conformes con la decisión, al igual que los demás  sujetos procesales. 
 
En todo caso, la reforma de la sentencia debe hacerse en beneficio de los 
procesados apelantes. De modo que si el único procesado apela o si varios 
procesados apelan y otros no (porque éstos fueron absueltos o están conformes 
con la pena impuesta por el juez de primera instancia), sin que los demás sujetos 
procesales recurran, las sentencia no puede ser modificada en disfavor de los 
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apelantes ni de los impugnadores, porque, en este último de los casos planteados, 
la apelación de los condenados no le da competencia superior para revisar y 
modificar la sentencia (condenatoria o absolutoria) agravando la pena de los 
condenados o condenado a los absueltos, pues el recurso de unos no legitima 



























2. DE LOS JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE PENAS 
 
2.1 DE LA ACUMULACIÓN DE SENTENCIAS CONDENATORIAS 
 
Para la acumulación jurídica de penas, conviene anotar que en efecto se 
contempló por el legislador esta figura jurídica, para morigerar al sujeto pasivo de 
la acción penal el encierro a que se le somete por virtud de varias sentencias 
condenatorias (Arts. 470 de la Ley 600 de 2000 y 460 de la Ley 906 de 2004), 
estableciendo para ello una semejanza de tratamiento con respecto al concurso de 
hechos punibles reglado en el artículo 31 del Código Penal, supeditándose la 
aplicación de la misma a que contra esa persona se hubieren emitido dos o más 
sentencias condenatorias, siempre y cuando el segundo delito cometido haya 
ocurrido antes del proferimiento de la primera sentencia (de primera o única 
instancia), y que tampoco se esté frente a penas ya ejecutadas o impuestas por 
delitos cometidos durante el tiempo de privación de la libertad. 
 
2.2 DE LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA 
 
El artículo 63 de la ley 599 de 2000, preceptúa que la ejecución de la pena 
privativa de la libertad impuesta en sentencia de primera, segunda o única 
instancia, se suspenderá por un período de dos (2) a cinco (5) años, de oficio o a 
petición del interesado, siempre que concurran los siguientes requisitos: 1) Que la 
pena impuesta sea de prisión que no exceda tres (3) años y 2) Que los 
antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la 
modalidad y gravedad de la conducta sean indicativos que no existe necesidad de 
la ejecución de la pena. 
 




En cuanto al factor subjetivo ya no tiene cabida la prohibición contenida en el 
artículo 32 de la Ley 1142 del 2007, que no permite la concesión de dicho 
subrogado cuando la persona haya sido condenada por un delito doloso o 
preterintencional dentro de los cinco años anteriores, pero ocurre que, si bien en 
principio, por virtud de la referida norma, para negar cualquier subrogado o 
beneficio, bastaba que al sentenciado penal le figurara un antecedente penal 
vigente, tal interpretación ha sido modificada ante el entendimiento y alcance que 
al tema le dio la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en su 
sentencia del 8 de julio del 2009, radicado Nº 31063, con ponencia del Magistrado 
Jorge Luis Quintero Milanés, declarativa de que los antecedentes penales que se 
debían tener en cuenta para materializar la aludida prohibición, sólo podían ser 
aquéllos correspondientes a las sentencias condenatorias proferidas luego del 28 
de junio de 2007, fecha en que entra en vigencia al ordenamiento jurídico nacional 
la precitada Ley.  
 
2.3 DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 
 
Para acceder a esta gracia legal, es deber cumplir con tres requisitos objetivos, el 
primero, cabe decir de orden temporal y los dos restantes son económicos, a 
saber: 1) que se haya descontado de la pena física, las dos terceras partes; 2) que 
se haya cancelado la totalidad de la multa impuesta (cuando proceda); y 3) que se 
hayan resarcido integralmente las víctimas (en caso de que existan). 
 
Por su parte, el presupuesto de índole subjetivo tiene que ver con que de la 
conducta en reclusión, sin perder de vista la gravedad de los hechos que fueron 
materia de juzgamiento, pueda concluirse que no hay necesidad de más 
tratamiento penitenciario. 
 
Vale decir también que tales exigencias son concurrentes, y a consecuencia de 
ello deben cumplirse en su totalidad. 
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En cuanto al subjetivo debe abordarse desde la óptica que sobre el particular se 
ofrece en la sentencia de exequibilidad C-194 del 2 de marzo de 2005, de la Corte 
Constitucional (con ponencia del Magistrado Marco Gerardo Monroy Cabra), 
proveído en el que se concede plena validez a la valoración que amerita no sólo el 
comportamiento intramural del sentenciado sino también la gravedad de la 
conducta que fue objeto de juzgamiento, todo ello como supuesto necesario para 
inferir si se requiere o no de más tratamiento penitenciario. 
 
Esto quiere decir que el análisis a que hace referencia el artículo 64.1 del Código 
Penal (con la modificación hecha por el artículo 5 de la Ley 890 de 2004), debe 
efectuarse no sólo bajo los parámetros de la conducta del sentenciado en 
reclusión, sino que, frente al supuesto de que se concluya que no es necesario el 
cumplimiento efectivo de la sanción corporal impuesta, no puede marginarse el 
hecho de que entre las finalidades de la pena está, entre otras (como la de 
afianzar la tranquilidad jurídica y social de la comunidad), la prevención general y 
especial encomendada a la judicatura. 
 
Esa nueva postura del legislador implica que la interpretación que merece la 
norma aplicable al asunto (Art. 64.1 del Código Penal), y por esa vía la valoración 
que entraña el supuesto de que se pueda “suponer fundadamente que no existe 
necesidad de continuar la ejecución de la pena” (negrillas del Despacho), no 
puede efectuarse de manera aislada o insular, sino que, por el contrario, debe 
abordarse en forma sistemática e integral con respecto al texto legal que la 
contiene (se habla de unidad normativa), pues atendidos los fines de la pena, el 
precitado aparte debe mirarse desde la óptica que imponen los artículos 3 y 4 del 
referido estatuto (sobre las funciones de la pena), siendo evidente que el 
dispensador de justicia no puede perder de vista, se itera, la finalidad de la pena, 
para el caso su prevención general y especial, pues los precitados cánones (3 y 4 
del C.P.), por ser principios normativos, deben marcar el norte en la valoración del 
asunto, por disponerlo así el artículo 13 del Estatuto Penal Sustantivo, referente a 
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la fuerza normativa de los mismos, y por ende a su prevalencia. 
 
En efecto, no puede perderse de vista que esa especial finalidad de la pena que 
tiene que ver con la necesidad de tratamiento penitenciario a través de su 
cumplimiento efectivo, finalidad que desde luego interesa otros principios y 
postulados del derecho penal y constitucional, como lo son la función preventiva 
que cumple la pena (Arts. 3 y 4 del C.P.) y el aseguramiento de la convivencia 
pacífica y un orden justo (Art. 2 de la C.N.); no puede negarse que el imponer una 
sanción penal implica, frente al daño infligido, un equilibrio en el orden lógico de la 
interacción social, pues lo contrario conllevaría al desasosiego de la comunidad, la 
incertidumbre y quizá la necesidad de hacerse justicia por sus propios medios, 
ante la desconfianza que surgiría (y que de hecho ya existe) de la administración 
de justicia estatal. 
 
Tampoco puede la judicatura olvidarse de la función preventiva que tiene la pena, 
entre sus facetas, una general y una especial (convergentes cuando se impone la 
respectiva pena); la primera es abstracta y conlleva un poder disuasivo a los 
miembros de la comunidad, previniéndoles de que si delinquen el Estado habrá de 
sancionarlos; la segunda (entendida hoy por la doctrina y la jurisprudencia como 
prevención general positiva), implica, en su esencia, un mensaje de confianza a la 
ciudadanía, anunciándole que si atentan contra ella el Estado intervendrá 
castigando al infractor, lo que de suyo repercute en esa convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo, postulados esenciales consagrados en el artículo 
segundo de nuestra Carta Política. 
 
En Jurisprudencia no tan lejana, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de justicia, al analizar la prisión domiciliaria (sentencia del 18 de septiembre de 
2001, con ponencia del Magistrado Fernando Enrique Arboleda Ripoll; Rad. 
15610), adujo: “En esa medida, entonces, el pronóstico que debe realizarse en 
cada evento a partir de las condiciones laborales, personales, familiares o sociales 
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del sentenciado, debe armonizar básicamente esas funciones de la pena, de tal 
manera que la definición del asunto responda a la idea según la cual, al tiempo 
que se propende por la resocialización del sentenciado, no se impida la 
estabilización del ordenamiento jurídico por la sensación de desprotección e 
incertidumbre que una errada decisión generaría en la comunidad”. Se ha traído a 
colación el referido pronunciamiento, para explicitar que si la referida disertación y 
conclusión tiene cabida respecto a la prisión domiciliaria, que de suyo conlleva una 
privación efectiva de la libertad (desde luego más benigna por no recluirse a la 
persona en una Cárcel sino en su casa de habitación) con mayor razón procede 
frente a la libertad condicional, en la que como su denominación lo indica, no 
media encierro alguno. Esta posición fue reiterada luego por la misma 
Corporación, el 9 de julio de 2002, dentro del radicado 14660 (con ponencia del 
Magistrado Carlos Eduardo Mejía Escobar). 
 
Por eso, la conclusión a que se llega en este trabajo es la de que antes de la 
reforma hecha al artículo 64 del Código Penal, por el artículo 5 de la Ley 890 de 
2004, se estuvo frente a un error de técnica legislativa (posiblemente de 
redacción), pues entre el verdadero fin pretendido por el legislador (que no se 
requiera de más tratamiento penitenciario) y el supuesto escuetamente plasmado 
en su momento para la libertad condicional (que la conducta intramural haya sido 
calificada como buena), no guardaba la debida coherencia, pues lo segundo, en 
términos racionales y lógicos (incluso de política criminal), no conlleva de manera 
inequívoca a la conclusión de lo primero. Prueba de que se estuvo frente a un 
yerro de tipo legislativo es que el asunto ha sido superado hoy con la expedición 
de la citada Ley 890, retomándose la necesidad de valorar subjetivamente la 
gravedad de la conducta. 
 
En síntesis, el buen comportamiento en reclusión no lo es todo como para que se 
concluya, per se, que un condenado está apto para su reinserción al seno de la 
sociedad, siendo ahora un imperativo legal valorar la personalidad del procesado y 
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la modalidad delictiva (íntimamente ligadas), a fin de concluir, bajo el postulado de 
prevención general y especial que implica la pena impuesta, si esa persona que 
ha agraviado el orden social puede retornar a él, antes de su expiación. La labor 
jurisdiccional no puede marginarse de un tajo de su deber de garantizar, por vía de 
la prevención general y especial, la preservación del mínimo social. 
 
Cobra vigencia entonces, en cuanto a la valoración de la personalidad del 
sentenciado (a fin de concluir si efectivamente requiere o no de tratamiento 
penitenciario), lo relacionado por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, en su interlocutorio del 4 de febrero de 1997 (radicado 12697), siendo 
evidente que tal aspecto (la personalidad del condenado) indica “lo que es él, en 
sí, en su conducta individual o familiar o social, en sus características, forma de 
vida (oficios, artes o presiones lícitas) y en sus condicionamientos 
comportamentales…”, lo que bien puede decantarse del proceso mismo, y de cuya 
valoración debe entonces concluir el Juzgador si en realidad el infractor puede ser 
incorporado nuevamente al seno de la sociedad, sin que dicho análisis implique, 
dicho sea de paso, que se estén reviviendo tendencias peligrosistas, y que por el 
contrario deviene de un requisito de orden legal para la procedibilidad del 
reconocimiento de un derecho (el de libertad condicional). 
 
2.4 DE LA PRISIÓN DOMICILIARIA DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 38 
DEL CÓDIGO PENAL 
 
La prisión intramural por domiciliaria, conforme a lo reglado en el artículo 38 del 
Código Penal, ha de decirse que se trata de un derecho (no una gracia) que debe 
reconocerse al sentenciado penal ante la verificación de los supuestos objetivos y 
subjetivos que al efecto se consagran en el artículo en mención; cabe también 
decir que la prisión domiciliaria entraña apenas un trato más benigno en cuanto al 
lugar de reclusión, pues su objeto sigue siendo la privación efectiva de la libertad. 
Así, para su reconocimiento debe mirarse cada caso en particular a fin de hallar el 
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perfil del condenado, estableciendo por esa vía si no obstante su responsabilidad 
en los hechos, merece o no esa indulgencia. 
 
De tal suerte que son dos los requisitos necesarios para que un sentenciado 
acceda a ese instituto: el primero de ellos, llamado por la doctrina como objetivo, 
en cuanto concierne con la pena mínima establecida en la ley para el respectivo 
ilícito que debe ser de cinco (5) años de prisión o menos, y el otro, de orden 
subjetivo, que impone una valoración a su desempeño personal, laboral, familiar o 
social del sentenciado, con la finalidad de que el Juez pueda deducir, seria, 
fundada y motivadamente, que no colocará en peligro a la comunidad, y que no 
evadirá el cumplimiento de la pena, supuestos que dicho sea de paso son 
concurrentes, y a consecuencia de ello deben cumplirse en su totalidad. 
 
Frente al requisito objetivo, no se puede pasar por algo que la pena que la 
sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley 
sea de cinco (5) años de prisión o menos. Sobre el particular ha dicho la 
Honorable Corte Suprema de Justicia en sentencia de junio 1-06, proceso 24.788, 
que para el cumplimiento del requisito objetivo del artículo 38 numeral 1 del C. 
Penal, se ha de tener en cuenta la pena mínima fijado para el delito y no la pena a 
imponer. 
 
Verificado lo anterior se debe abordar el estudio de las otras exigencias 
establecidas en el numeral segundo del citado artículo 38 del Código Penal, esto 
es, que no pondrá en riesgo a  la comunidad y no evadirá el cumplimiento de la 
pena impuesta. 
 
Sobre el anterior tópico, ha decirse que en lo concerniente al “desempeño 
personal, laboral, familiar o social del sentenciado” constituirá norte de 
ponderación el precedente judicial (aún vigente) que para el asunto determinan los 
interlocutorios emitidos por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
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Justicia dentro de los radicados 12697 y 12509 (en su orden del 4 de febrero de 
1997 y 9 de junio de 1999), pues es evidente que tal desempeño entraña una 
valoración en conjunto de “los rasgos de su personalidad y antecedentes 
individuales, familiares y sociales de comportamiento” (Rad. 12509), esto es, “lo 
que es él, en sí, en su conducta individual o familiar o social, en sus características 
formas de vida (oficios, artes o profesiones lícitas) y en sus condicionamientos 
comportamentales…” (Rad. 12697), lo que bien puede decantarse del proceso 
mismo, y de cuyo análisis debe entonces concluirse si el sentenciado no pondrá 
en peligro la sociedad ni evadirá el cumplimiento de la pena. 
 
2.5 DE LA PRISIÓN DOMICILIARIA COMO PADRE O MADRE CABEZA DE 
FAMILIA  
 
En materia de Jefes de Hogar, es el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad el facultado para que en relación con quienes estén sentenciados, una 
vez acreditada la calidad de madre o padre cabeza de familia, en virtud de la 
proposición jurídica integrada por los dispositivos 461 y 314.5 de la Ley 906 del 
2004, se sustituya a domiciliaria la pena de prisión, exclusivamente en el caso de 
hijo menor o que sufriere incapacidad. 
 
En ese evento, para acceder al citado beneficio, es imprescindible que 
previamente se reconozca la aludida calidad, o en términos más técnicos, al 
acomodarse el término de conformidad con los cambios legislativos que al 
respecto se han presentado, que se acredite la condición de mujer u hombre jefe 
de hogar, tal como lo establece el artículo 2º de la Ley 82 de 1993, luego de la 
modificación surtida por la ley 1232 de 2008, disposición del siguiente tenor: 
 
“Artículo 2°. Jefatura femenina de hogar. Para los efectos de la presente ley, la 
Jefatura Femenina de Hogar, es una categoría social de los hogares, derivada de 
los cambios sociodemográficos, económicos, culturales y de las relaciones de 
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género que se han producido en la estructura familiar, en las subjetividades, 
representaciones e identidades de las mujeres que redefinen su posición y 
condición en los procesos de reproducción y producción social, que es objeto de 
políticas públicas en las que participan instituciones estatales, privadas y sectores 
de la sociedad civil. 
 
En concordancia con lo anterior, es Mujer Cabeza de Familia, quien siendo soltera 
o casada, ejerce la jefatura femenina de hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, 
económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras 
personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia 
permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o 
compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros 
del núcleo familiar”. 
 
Una vez se ha dilucidado lo anterior, conviene también precisar que en los 
términos reglados en la Ley 750 del 19 de julio de 2002, dicho instituto se 
estableció inicialmente para las mujeres cabeza de familia, beneficio que mediante 
sentencia (hito) C-184 del 4 de marzo de 2003 de la Corte Constitucional (M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa), se hizo extensivo a los hombres que se 
encontrasen en similar situación. 
 
Empero, el referido precedente judicial, y en lo que corresponde a los hombres, 
estableció unas diferencias que dan al traste con la susodicha pretensión (posición 
a la que incluso se refiere luego en la sentencia C-964 del 21 de octubre de 2003, 
con ponencia del Magistrado Álvaro Tafur Galvis). 
 
En efecto, es explícita la mencionada sentencia en que la situación de los varones 
es un tanto diferente a la de las mujeres (que por mandato constitucional sí fueron 
catalogadas sujetos de especial protección cuando funjan como cabeza de hogar -
Art. 43 de la C.N.-), y que por ello, el vacío dejado por el legislador respecto de los 
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hombres (en la ley 750 de 2002), se suple con el reconocimiento de dicho instituto 
a los varones (y para ello condicionó la exequibilidad de esa normativa), siempre y 
cuando: “…los titulares del derecho realmente se lo merezcan, en razón a que es 
lo mejor en el interés superior del niño, no una medida manipulada 
estratégicamente en provecho del padre condenado que prefiere cumplir la pena 
en su residencia. Compete a los jueces penales en cada caso velar porque así 
sea.”.  Es más, agregó la Corte Constitucional en su fallo traído a colación, que el 
instituto en comento puede reconocerse al hombre “Cuya presencia en el seno 
familiar sea necesaria, puesto que efectivamente los menores dependen, no 
económicamente, sino en cuanto a su salud y su cuidado, de él”. 
 
Amén de lo anterior, igualmente se aduce en la sentencia objeto de análisis (C-
184 de 2003, de la Corte Constitucional), que: 
 
“Por ello, la medida se justifica constitucionalmente tan sólo en aquellos casos en 
que los derechos de los menores podrían verse efectiva y seriamente afectados. 
No basta con que el hombre se encargue de proveer el dinero necesario para 
sostener el hogar y asegurar las condiciones mínimas de subsistencia de los hijos. 
El hombre que reclame este derecho debe demostrar que, en verdad, ha sido una 
persona que les ha brindado el cuidado y el amor que los niños requieran para un 
adecuado desarrollo y crecimiento”. 
 
Ahora bien, en cuanto a la responsabilidad que le cabe a los Jueces frente a la 
concesión de la prisión domiciliaria a los varones (punto 7 de la sentencia), se 
ocupó el máximo tribunal Constitucional de establecer los supuestos mínimos de 
valoración que deben abordarse en cada caso, a saber: “(i) que la medida sea 
manifiestamente necesaria, en razón al estado de abandono y desprotección a 
que quedarían expuestos los hijos del condenado, (ii) que ésta sea adecuada para 
proteger el interés del menor y (iii) que no comprometa otros intereses 
constitucionalmente relevantes.”, a los que desde luego se suman los de tipo 
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subjetivo consagrados en el inciso segundo del artículo primero de la pluricitada 
Ley 750 de 2002. 
 
Con lo que hasta ahora se ha reseñado queda entonces claro, en sentir de estos 
estudiosos del derecho penal, que no es la dependencia económica el supuesto 
de procedibilidad para reconocer a los hombres su condición de cabeza de hogar 
y por ende el instituto de la prisión domiciliaria invocado, y que por el contrario, 
median otros condicionamientos, principalmente los de que, ante el encierro de su 
padre (en un centro de reclusión estatal) los menores no vayan a quedar 
desprotegidos o abandonados (en cuanto a su salud y cuidado), y que ese 
progenitor haya dispensado (real y efectivamente) a sus menores hijos el amor y 
el cuidado que ellos necesitan, supuestos que de verificarse imponen a su vez la 
valoración subjetiva a que se hizo referencia en el acápite que antecede. Vale 
además destacar que el análisis que debe efectuarse requiere, conforme al ya 
citado precedente judicial, “… de un acervo probatorio pertinente y suficiente…”. 
 
2.6 DE LA PRISIÓN DOMICILIARIA CON MECANÍSMO DE VIGILANCIA 
ELECTRÓNICA  
 
La sustitución de la pena de prisión intramural, por un mecanismo de vigilancia 
electrónica, figura consagrada en el artículo 50 de la Ley 1142 de 2007 y 
desarrollada por los Decretos Reglamentarios 177 y 336 del 2008, y 1316 y 4940 
del 2009 (normatividad ésta última que dispuso la aplicación de dichos dispositivos 
en todo el territorio nacional), debe decirse que si bien es cierto, al Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad le corresponde pronunciarse sobre 
su concesión, no lo es menos que las peticiones de esta índole deben ser 
presentadas directamente en el establecimiento carcelario en que se encuentre el 
interno, donde de conformidad con los protocolos diseñados para el efecto, debe 
procederse a la verificación previa del cumplimiento de los requisitos exigidos, 
remitiéndose luego la solicitud pertinente para la definición del asunto, tal como se 
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señala en el Decreto Reglamentario 1316 de 2009, en su artículo primero, que a 
su vez modificó el dispositivo del mismo número del Decreto 177 de 2008, que le 
agrega un parágrafo a dicha norma, donde se consagró: 
 
Parágrafo 2°. Presentada la solicitud por el interno en el establecimiento 
penitenciario, las autoridades del mismo, procederán a remitir ante el juez 
competente la documentación en debida forma, acorde con los protocolos fijados 
por el INPEC.  
 
Una vez arriben las diligencias al Juez Ejecutor de la Pena, se debe entrar a 
verificar el cumplimiento de las exigencias contempladas para la concesión de la 
sustitución domiciliaria, según lo dispuesto en el artículo 38 A del Código Penal. 
 
En cuanto a los requisitos objetivos, vale la pena concretar que dos entrañan una 
naturaleza temporal frente al actuar delictivo y el comportamiento precedente al 
hecho cometido, y dos más son de carácter económico, a saber: 
 
1) Que la pena impuesta en la sentencia no supere los ocho (8) años de prisión, 
excepto si se trata de delitos de genocidio, contra el Derecho Internacional 
Humanitario, desaparición forzada, secuestro extorsivo, tortura, desplazamiento 
forzado, tráfico de migrantes, trata de personas, delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales, extorsión, concierto para delinquir agravado, 
lavado de activos, terrorismo, financiación del terrorismo y administración de 
recursos relacionados con actividades terroristas y delitos relacionados con el 
tráfico de estupefacientes; 2) Que la persona no haya sido condenada por delito 
doloso o preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores; 3) Que se 
realice el pago total de la multa (cuando proceda); y 4) Que sean reparados los 




Por su parte, el de orden subjetivo, que sería el supuesto número (5), apunta a 
que el desempeño personal, laboral, familiar o social del condenado permita al 
Juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la 
comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena. 
 
Cabe agregar que en caso de prosperar la pretensión en este sentido elevada, se 
debe garantizar mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones, 
las cuales deberán constar en un acta de compromiso, de este talante: a) 
Observar buena conducta; b) No incurrir en delito o contravención mientras dure la 
ejecución de la pena; c) Cumplir con las restricciones a la libertad de locomoción 
que implique la medida; y d) Comparecer ante quien vigile el cumplimiento de la 
ejecución de la pena cuando fuere requerido para ello. 
 
De manera adicional, debe adverarse que en los términos del artículo 1 del 
Decreto 1316 de 2009, en ningún caso podrá concederse la sustitución 
domiciliaria mediante mecanismo de vigilancia electrónica a quienes se hayan 
acogido a la Ley 975 de 2005. 
 
2.7 DE LA SUSTITUCIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN INTRAMURAL POR UN 
MECANISMO SUSTITUTIVO REGLADO EN EL NUEVO PARÁGRAFO DEL 
ARTÍCULO 64 DEL CÓDIGO PENAL, INSERTADO POR EL ARTÍCULO 25 DE 
LA LEY 1453 DEL 2011 
 
El artículo 25 de la Ley 1453 del 24 de junio del 2011, conocida también como de 
seguridad ciudadana, insertó al artículo 64 del Código Penal un parágrafo en el 
que se contempla la posibilidad de que la pena privativa de la libertad pueda 
expiarse domiciliariamente, cuando se haya descontado ya la mitad de la pena 
impuesta, y se cumplan los requisitos establecidos en los numerales 2, 3, 4 y 5 del 
artículo 38 del citado compendio sustantivo, exceptuándose de tal opción a 
quienes hayan cometido los delitos que en sentir del legislador debían excluirse. 
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Por razones de orden metodológico y efectos prácticos, se estima válido concretar 
que la nueva preceptiva legal contiene dos tipos de presupuestos de 
procedibilidad para el reconocimiento de la prisión domiciliaria en los términos 
pretendidos, uno de carácter objetivo y el otro de orden subjetivo. 
 
El primero tiene que ver con que se haya descontado la mitad de la pena 
impuesta, y el segundo tiene que ver con la valoración que amerita el desempeño 
personal, laboral, familiar o social del sentenciado, a efectos de que el juez pueda 
deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la 
comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena. 
 
Vale decir también que tales exigencias son concurrentes, no alternativos, y a 
consecuencia de ello deben cumplirse en su totalidad. 
 
La valoración de tipo subjetivo se encuentra contenida en el numeral segundo del 
artículo 38 del Código Penal, atendiendo la remisión dispuesta en el artículo 25 de 
la Ley 1453 del 2011. 
 
Dicho cometido debe abordarse desde la óptica que sobre el particular se ofrece 
en la sentencia emitida el 22 de junio del 2011, por la Sala de Casación Penal de 
la Corte Suprema de Justicia (con ponencia del Magistrado Julio Enrique Socha 
Salamanca), precedente judicial en que se enfatiza la necesidad de valorar las 
condiciones subjetivas o personales del sentenciado.  
 
Y se dice que tal jurisprudencia está llamada a regir el norte del presente asunto, 
porque si en dicho proveído el referido factor subjetivo se antepone al 
reconocimiento de la condición de padre o madre cabeza de familia (para negar 
una prisión domiciliaria no obstante estarse frente a un menor de edad), con 
mayor razón aquí, donde no se da tal condición. 
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2.8 DE LA SUSTITUCIÓN DE LA PRISIÓN INTRAMURAL POR DOMICILIARIA 
ATENDIENDO EL ESTADO DE EMBARAZO DE LA INTERNA 
 
El artículo 461 de la Ley 906 de 2005, se refiere a la sustitución de la ejecución de 
la pena y reza: “… El Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad podrá 
ordenar al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario la sustitución de la 
ejecución de la pena, previa caución en los mismos casos de la sustitución de la 
detención preventiva”.  
 
Por su parte el numeral 3 del artículo 314 ibídem, y que consagra los eventos en 
los cuales podrá sustituirse la detención preventiva por la del lugar de residencia, 
preceptúa: “…cuando a la imputada o acusada le falten dos (2) meses o menos 
para el parto. Igual derecho tendrá durante los seis (6) meses siguientes a la fecha 
del  nacimiento”. 
 
Se debe advertir que de todos modos la prisión domiciliaria implica que deba 
permanecer recluida en la residencia durante todo el tiempo de ejecución de la 
sanción, sin que le sea posible abandonarla, so pena de ser nuevamente enviada 
a prisión formal, debiendo solicitar permiso para todo cambio que haga de su 
morada, así como cumplir las demás obligaciones contenidas en la parte final del 
artículo 314 del Código de Procedimiento Penal. El cumplimiento de las 
obligaciones que se le imponen lo garantizará suscribiendo diligencia de 
compromiso. 
 
2.9 DE LA SUSTITUCIÓN DE LA PRISIÓN INTRAMURAL POR DOMICILIARIA 
CUANDO EL INTERNO SUPERA LOS 65 AÑOS 
 
Se consagra en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, diversas causas que 
permiten la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria, entre ellas, la 
mayoría de edad, la gravidez y el alumbramiento, la grave enfermedad y la 
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condición de madre o padre cabeza de familia, opciones que desde luego 
contemplan unos requisitos que deben verificarse por el dispensador de justicia, 
en cada caso concreto.  
 
Por su parte, el numeral 2 del artículo 314 mencionado, establece que la 
sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario podrá 
sustituirse por la del lugar de la residencia cuando el imputado o acusado fuere 
mayor de sesenta y cinco (65) años, siempre que su personalidad, la naturaleza y 
modalidad del delito hagan aconsejable su reclusión en el lugar de residencia. 
 
El artículo 461 de la cita Ley 906 de 2004, hace referencia a la posibilidad de que 
por los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad procedan a la 
sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria, en los mismos términos 
dispuestos para la detención preventiva, conviene anotar que en el precedente 
judicial hito plasmado por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia, en su sentencia del 19 de octubre de 2006 (Rad. 25724, con ponencia del 
Magistrado Álvaro Orlando Pérez Pinzón), se explicitó con suficiente claridad 
conceptual la diferencia entre la detención preventiva domiciliaria como medida de 
aseguramiento y la sustitución domiciliaria de la pena de prisión luego de proferida 
la sentencia condenatoria. 
 
2.10 DE LA SUSTITUCIÓN DE LA PRISIÓN INTRAMURAL POR DOMICILIARIA 
U HOSPITALARIA POR GRAVE ENFERMEDAD 
 
Como exordio de obligada referencia cabe anotar que si bien el derecho de la 
libertad personal puede limitarse por virtud de una orden judicial, como lo es la 
sentencia condenatoria, también lo es que persisten incólumes en los penados 
otros derechos que por su misma naturaleza no pueden restringirse. Entre esos 
derechos está el de la salud, considerado hoy en sí mismo como fundamental 
autónomo, por su estrecha conexión con el de la vida. 
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Por eso, salvaguardando el legislador el derecho a la salud de las personas que 
resulten condenadas en un proceso penal, estableció en los artículos 461 de la 
Ley 906 de 2005 y 362 de la Ley 600 de 2000, la posibilidad de que los Jueces de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, en los mismos términos 
consagrados para la detención preventiva, sustituyeran la ejecución de las penas 
corporales impuestas por los Jueces de la república. 
 
Y así, en el numeral 4 del artículo 314 del precitado estatuto, se contempla la 
posibilidad de que la detención preventiva intramural (en este caso entiéndase 
pena de prisión) puede sustituirse por la residencial (valga decir domiciliaria), 
“…cuando el imputado o acusado estuviere en estado grave por enfermedad, 
previo dictamen de médicos oficiales”. De igual manera, en el numeral 3 del 
previamente mencionado artículo 462 del Código de Procedimiento Penal de 
2000, se consignó una previsión similar para suspender la privación de la libertad, 
“Cuando el sindicado estuviere en estado grave por enfermedad, previo dictamen 
de los médicos oficiales”   
 
2.11 DE LAS REDENCIONES DE PENA POR TRABAJO ESTUDIO Y 
ENSEÑANZA 
 
En cuanto a la redención de pena por trabajo, estudio o enseñanza  intramural, 
conviene precisar que tales opciones, en cuanto a su valor y efectos jurídicos, 
comportan dos tópicos que si bien se muestran ligados resultan disímiles entre sí, 
como pasa a explicarse. 
 
De un lado, no existe duda alguna acerca de que el trabajo, el estudio y la 
enseñanza de los condenados privados de su libertad, son renglones de suma 
valía y trascendencia en el tratamiento penitenciario, pues a partir de ellos se 
procura la resocialización del condenado (Arts. 10 y 143 de la Ley 64 de 1993). 
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En cuanto al trabajo, ha de decirse que esta ocupación le permite al condenado 
privado de la libertad, sentirse útil e incluso, según la labor que ejecute, generarse 
unos ingresos para su manutención y la de su familia; por su parte, el estudio, 
además de esa sensación de utilidad, al sentenciado en reclusión se le capacita 
académicamente, bien en el segmento de la educación básica primaria, 
secundaria, y a veces universitaria (si media un convenio para ello), brindándosele 
la oportunidad de adquirir o reforzar conocimientos en diferentes áreas del saber, 
incluyendo el aprendizaje de artes u oficios que a futuro le serán útiles cuando 
retorne a la comunidad; en la enseñanza también se genera ese sentimiento de 
sentirse, pues con tal actividad quien la ejerce difunde sus conocimientos en 
determinada materia, participando activa y directamente en el citado proceso de 
resocialización del interno.  
 
No está por demás agregar que en tales opciones (trabajo, estudio o enseñanza) 
se dignifica la existencia de quien padece un encierro a causa de una sentencia 
penal (Arts. 1 de la C.N. y 143 de la Ley 65 de 1993). 
 
Frente a este primer tópico válido entonces concluir que las personas condenadas 
a una pena privativa de la libertad tienen derecho a trabajar, estudiar o enseñar, 
según sus expectativas y cualidades. 
 
El segundo valor y efecto jurídico que ofrece el tema de la redención de pena por 
haberse trabajado, estudiado o enseñado en reclusión, es que quien se dedique a 
tales actividades, se hace merecedor de una prebenda o premio, consistente en 
una redención punitiva, justamente por su acogimiento al proceso de 
resocialización. 
 
Esta aclaración se impone en el presente caso pues una cosa es el derecho que 
todo condenado tiene de trabajar, estudiar o enseñar, como sujeto directo de las 
políticas penitenciarias en su cometido de resocialización, y otra bien distinta el 
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premio o beneficio que como un incentivo a los sentenciados privados de la 
libertad se traduce en la redención punitiva consagrada en los artículos 82, 97 y 98 
del citado Código Penitenciario y Carcelario. 
 
Así se explica entonces que una persona condenada privada de su libertad se 
dedique a trabajar, estudiar o enseñar, y no se le redima pena, pues el derecho 
que le asiste para ejercer tales actividades apunta, primordialmente, al proceso 
terapéutico de resocialización que merece, y nadie más interesado que el mismo 
sentenciado en que cuando esté apto para su retorno a la sociedad, llegue como 
un hombre nuevo, con unos valores, sentimientos, intereses e incluso unos 
conocimientos distintos a los que en su momento propiciaron su actuar delictivo. 
 
Justamente por ello el Congreso de la República, en su poder de configuración 
legislativa contenido en el artículo 150 de nuestra Carta Política, estableció unas 
excepciones a los beneficios (como también de subrogados penales) que a través 
de los años se han venido otorgando a las personas que resulten condenadas en 
un proceso penal. 
 
En la historia más reciente, y para el caso concreto de los beneficios judiciales o 
administrativos, cabe citar la Ley 1098 del 8 de noviembre del 2006 (Código de la 
Infancia y Adolescencia), que en su artículo 199 vigente desde su promulgación 
dispuso: 
 
“ARTÍCULO 199. BENEFICIOS Y MECANISMOS SUSTITUTIVOS. Cuando se 
trate de los delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, 
delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos 
contra niños, niñas y adolescentes, se aplicarán las siguientes reglas: 
 
8. Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o 
administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de 
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Procedimiento Penal, siempre que esta sea efectiva.” 
 
También se expidió la Ley 1121 del 29 de diciembre del 2006, que en su artículo 
26 consagró: 
 
“ARTÍCULO 26. EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS Y SUBROGADOS. Cuando se 
trate de delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, 
extorsión y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y 
confesión, ni se concederán subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la 
pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión 
condicional de ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión 
domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar ningún otro beneficio o 
subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración 
consagrados en el Código de Procedimiento Penal, y siempre que esta sea 
eficaz”. 
 
Se tiene igualmente la Ley 1142 del 28 de julio del 2007, que en su artículo 32 
dispuso: 
 
“ARTÍCULO 32. La Ley 599 de 2000, Código Penal, tendrá un artículo 68 A, el 
cual quedará así: 
 
EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS Y SUBROGADOS. No se concederán los 
subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de libertad de 
suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional; tampoco 
la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro 
beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por 
colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la 
persona haya sido condenada por delito doloso o preterintencional dentro de los 
cinco (5) años anteriores”. 
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De la lectura de tales normas, surge indubitable que en los casos y delitos allí 
previstos no procede el reconocimiento de beneficios judiciales o administrativos, 
ni subrogados penales, y que siendo la redención punitiva un beneficio judicial, la 
misma está vedada a quienes les sean aplicables tales dispositivos. 
 
Para este Trabajo, ese tratamiento legal, drástico por demás, tiene su sustento en 
el hecho de que se torna razonable y proporcional que a quienes cometan una de 
las conductas previstas en las citadas normas, graves a no dudarlo, o que en su 
actuar denoten un comportamiento proclive al delito (caso de los antecedentes 
penales), reciban un tratamiento penitenciario más riguroso, en el sentido de que 
la pena impuesta la expíen físicamente, en su totalidad, opción que brinda la 
oportunidad de afianzar en ellos el proceso terapéutico de resocialización. 
 
Con esta argumentación se recoge también la posición que en otrora tenía los 
Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, de reconocer 
redención punitiva, al no figurar de manera expresa en los artículos aquí 
transcritos, la redención de pena por trabajo, estudio o enseñanza, que valga 
iterarlo, entre la valoración jurídica que en realidad merece, presenta dos valores 
distintos, un derecho como mecanismo resocializador y dignificante del ser 
humano, y también un beneficio que entraña un estímulo personal y a la vez sirve 
de incentivo para la comunidad carcelaria en general. 
 
Además, con las precisiones aquí esbozadas, se acoge el precedente judicial 
contenido en la sentencia de habeas corpus (que no auto interlocutorio, pues se 
está definiendo una acción constitucional), emitida en segunda instancia el 16 de 
febrero del 2011, por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, 
con ponencia del Magistrado Fernando Alberto Castro Caballero (Rad. 35866), en 
la que de una manera práctica y llana, se limita a declarar que la redención de 
pena no procede en los casos en que conforme a la Ley se ha dispuesto la 
exclusión de beneficios. 
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2.12 DE LOS PERMISOS ADMINISTRATIVOS  
 
2.12.1 Permiso administrativo de 72 horas. Valga como proemio referir que el 
tratamiento penitenciario que ameritan las personas que resultan condenadas por 
la comisión de un hecho punible, contempla el beneficio administrativo del permiso 
por 72 horas, para salir sin vigilancia del centro de reclusión en que se encuentren; 
así se dispone en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993, reglamentado por el 
Decreto 232 de 1998. 
 
La concesión del referido beneficio le corresponde al Director del respectivo 
establecimiento carcelario, en tanto que a los Jueces de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad les compete impartir la aprobación correspondiente (pues 
implica una modificación en la ejecución de la pena), conforme lo dispuesto en el 
numeral quinto de los artículos 79 de la Ley 600 de 2000, y 38 de la Ley 906 de 
2004, ordenamientos procesales penales que en la actualidad coexisten en el 
País. 
 
Los presupuestos de procedibilidad establecidos en el artículo 147 de la Ley 65 de 
1993, para el otorgamiento del aludido permiso, esto es: 1) que se encuentra en la 
fase mediana de seguridad; 2) que de la pena de prisión que le fue impuesta haya 
descontado más de la tercera parte 3) que no tenga otros requerimientos 
judiciales; 4) que no tenga registros de intento de fuga, 5) que no haya sido 
condenado por la justicia que por antonomasia se ha denominado especializada; y 
6) que en reclusión se haya dedicado a trabajar, estudiar o enseñar y que su 
comportamiento intramural haya sido valorado positivamente. 
 
No está por demás aludir que los requisitos precedentemente revisados son los 
que operan cuando la pena impuesta es igual o inferior a 10 años de prisión, pues 
los supuestos exigidos para los condenados a penas superiores a dicho quantum 
son más rigurosas, razón por la cual deben estudiarse igualmente en el presente 
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caso, las condiciones que al efecto se adicionan en el artículo 1 del Decreto 232 
de 1998. 
 
Para la aprobación y regulación de dicho beneficio ha de tenerse en cuenta el 
contenido de los artículos 147 de la Ley 65 de 1993 y 38.5 de la Ley 906 de 2004 
(particularmente al usar el vocablo “hasta”), no necesariamente es menester 
siempre otorgar las 72 horas de permiso, sino que estas pueden ser menos, 
teniéndose en cuenta la pena impuesta, la que le falta por espiar, las 
circunstancias modales en que se cometieron los hechos, y por sobre todo, la 
finalidad de la pena en el marco de la prevención especial y de la resocialización 
(Art. 4 de la ley 599 de 2000), sin perder de vista que el tratamiento penitenciario, 
en los términos del artículo 12 de la Ley 65 de 1993, se rige por el principio de la 
progresividad.  
 
Sobre el particular cabe agregar  que tal postura ha sido avalada por la Sala Penal 
del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, en el proveído emitido dentro del 
radicado 2008-11949-01, fechado el 24 de junio del 2010, con ponencia del 
Magistrado Jorge Arturo Castaño Valencia. 
 
2.12.2 Permiso de fin de semana. El tratamiento penitenciario que ameritan las 
personas que resultan condenadas por la comisión de un hecho punible, 
contempla el beneficio administrativo del permiso de salida por los fines de 
semana, incluyendo lunes festivos, al condenado que le fuere negado el beneficio 
de la libertad condicional y haya cumplido las cuatro quintas partes (4/5) de la 
condena; así se dispone en el artículo 147-B de la Ley 65 de 1993, adicionado por 
el artículo 4 de la Ley 415 de 1997. 
 
La concesión del referido beneficio le corresponde al Director del respectivo 
establecimiento carcelario, no obstante el artículo 147-B de la Ley 65 de 1993 
establece que “El Director Regional del INPEC podrá conceder permisos de salida 
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por los fines de semana, incluyendo lunes festivos, al condenado que….” en tanto 
que a los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad les compete 
impartir la aprobación correspondiente (pues implica una modificación en la 
ejecución de la pena), y haciendo uso de de la progresividad de la norma, 
conforme lo dispuesto en el numeral quinto de los artículos 79 de la Ley 600 de 
2000, y 38 de la Ley 906 de 2004, ordenamientos procesales penales que en la 
actualidad coexisten en el País, no obstante sea el Consejo de evolución y 
tratamiento del penitenciario en el que se encuentra el condenado, quien da el 
respectivo visto bueno. 
 
Los presupuestos de procedibilidad que son aplicables establecidos en el artículo 
147-A de la Ley 65 de 1993 (norma a la que remite el canon 147-B del mismo 
compendio), para el otorgamiento del aludido permiso, son : 1) Que el interno haya 
observado buena conducta en el centro de reclusión, de acuerdo con la 
certificación que para el efecto expide el Consejo de Disciplina respectivo, o quien 
haga sus veces; 2) que haya cumplido las cuatro quintas partes (4/5) de la 
condena; 3) que no cuente con otros requerimientos judiciales; 4) que no tenga 
registros de intentos de fuga; y 5) que en reclusión se haya dedicado a estudiar, 
trabajar o enseñar. 
 
2.12.3 De la libertad preparatoria. El tratamiento el tratamiento penitenciario que 
ameritan las personas que resultan condenadas por la comisión de un hecho 
punible, contempla el beneficio administrativo del permiso de la libertad 
preparatoria, al condenado que le fuere negado el beneficio de la libertad 
condicional y haya cumplido las cuatro quintas partes (4/5) de la condena; así se 
dispone en el artículo 148 de la Ley 65 de 1993. 
 
La concesión del referido beneficio le corresponde al Director del respectivo 
establecimiento carcelario, en tanto que a los Jueces de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad les compete impartir la aprobación correspondiente (pues 
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implica una modificación en la ejecución de la pena), conforme lo dispuesto en el 
numeral quinto de los artículos 79 de la Ley 600 de 2000, y 38 de la Ley 906 de 
2004, ordenamientos procesales penales que en la actualidad coexisten en el 
País. 
 
- PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD DE LOS PODERES PÚBLICOS 
 
El principio de la responsabilidad de los poderes públicos está claramente 
relacionado con varios derechos fundamentales y ante todo con los de legalidad, 
seguridad jurídica y responsabilidad del funcionario judicial. 
 
A diferencia de los particulares, quienes pueden actuar libremente dentro del 
ámbito de lo que no está prohibido de manera expresa por el ordenamiento, los 
servidores públicos sólo pueden actuar en pro del interés general, dentro del 
marco de lo que está asignado en forma manifiesta a su propia competencia, con 
sujeción a los procedimientos fijados por la ley y con respeto de las garantías y 
derechos constitucionales y legales. 
 
Si los poderes públicos están obligados a actuar de acuerdo con la Constitución y 
la ley, el incumplimiento de tal obligación debe comportar, ineludiblemente, una 
respuesta del ordenamiento jurídico, tanto de tipo sancionatorio respecto de los 
funcionarios responsables de infracciones administrativas, como de carácter 
indemnizatorio a favor de quienes resulten perjudicados por la actuación de parte 
del Estado, y, solidariamente del servidor público. 
 
Para tal efecto, la Constitución Política dispone que los servidores públicos son 
responsables por infringir la Constitución y las leyes, lo mismo que por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones, establece a su turno que la ley 
determinará tal responsabilidad y la manera de hacerla efectiva. 
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La Carta Política dispone la responsabilidad patrimonial de sus agentes: El Estado 
responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de 
ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que 
haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un 
agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. 
 
Esta responsabilidad se concreta, por ejemplo, en la indemnización por privación 
injusta de la libertad. Quien  haya sido privado injustamente de la libertad  podrá 
demandar al Estado indemnización de perjuicios. Quien haya sido exonerado por 
sentencia absolutoria definitiva o su equivalente por que el hecho no existió, el 
sindicado no lo cometió, o la conducta no constituía hecho punible, tendrá derecho 
a ser indemnizado por la detención preventiva que le hubiere sido impuesta 
siempre que no haya causado la misma por dolo o culpa grave. 
 
Una responsabilidad civil por el daño crearía el riesgo de intimidar y paralizar la 
función judicial frente a toda la alta y adinerada criminalidad de los poderosos; y 
de producir más que una mayor responsabilidad, una huida de los jueces de la 
responsabilidad del juicio. 
 
Con todo, la normatividad colombiana establece la responsabilidad patrimonial del 
funcionario judicial que haya incurrido en conducta dolosa o gravemente culposa. 
Sobre este aspecto ha dicho el Consejo de Estado: como se observa, tanto la 
acción autónoma como la del llamamiento están consagradas en el código 
administrativo a favor del Estado y como sanción contra el funcionario que con su 
conducta seriamente irregular (dolosa o gravemente culposa) pudo comprometer 
la responsabilidad de aquél. Y cuando se habla de funcionario se entiende 
cualquier autoridad pública, como lo señala el artículo 90 de la Constitución; razón 
que impide excluir a los de la rama jurisdiccional, máxime cuando hoy, 
indiscutiblemente, se puede hablar de la responsabilidad del Estado no sólo por 
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los daños antijurídicos imputables a la rama ejecutiva o a la legislativa por el 
hecho de las leyes, sino también por los causados por la administración de 
justicia”. 
 
En otros términos el juez puede responder personalmente en los eventos del 
artículo 40 del Código de Procedimiento Civil por los daños causados a las partes; 
y puede ser obligado a pagar, ya no a los perjudicados, sino al Estado por la vía 
de la repetición, cuando su conducta dolosa o gravemente culposa haya incidido 
en la condena impuesta por éste. 
 
La vía del llamamiento está autorizada en el código administrativo para los 
procesos de responsabilidad contractual y extracontractual; y la institución, por 
vacío en el código citado, deberá gobernarse por los artículos del Código de 
Procedimiento Civil. Se observa que tal como lo ha venido sosteniendo la 
jurisprudencia, aquí llamamiento o denuncia son equivalentes procesalmente. 
 
Pero la admisión del llamamiento no implica aún el juzgamiento del llamado 
porque la entidad que lo hizo tendrá que demostrar no sólo que la conducta del 
funcionario (en este evento el juez) fue dolosa o gravemente culposa, sino que ella 
fue  precisamente la que comprometió la responsabilidad del ente público o incidió 
en la misma. 
 
- La solidaridad de los particulares: Estas últimas afirmaciones se fundamentan 
en que frente al  incumplimiento del ciudadano de los deberes constitucionales y 
de las supuestas obligaciones derivadas de la sujeción a los derechos y libertades 
de los demás, la Constitución no contempla ninguna sanción; se concluye así que 
los mandatos aparentemente dirigidos a los particulares deben ser interpretados 
como dirigidos a los poderes públicos, para que éstos establezcan los 
mecanismos mediante los cuales se concreten las obligaciones de aquellos. 
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Pudiera entonces afirmarse que la Constitución simplemente impone a los 
ciudadanos deberes en forma abstracta, deberes que a través de la ley se 
concretan en obligaciones específicas, De manera que sólo cuando las leyes 
desarrollan aquellos mandatos constitucionales el particular queda obligado a 
determinados comportamientos jurídicamente exigibles por los demás o por la 
administración, cuyo incumplimiento pueda dar origen a sanciones. 
 
Se deduce que la Constitución busca vincular jurídicamente a todos los poderes 
públicos y a los ciudadanos. 
 
La solidaridad tiene implicaciones  en el derecho penal sustantivo, porque obliga a 
revisar el concepto de la posición de garante en la omisión (o en la estructura 
dogmática de Jakobs), para precisar si se debe o no abandonar la tradicional 
teoría del deber jurídico, lo cual debe ser regulado por el legislador. Esta 
incidencia opera también en el terreno del proceso penal, pues el Estado le 
impone al ciudadano ciertas obligaciones para hacer efectivo el fin superior de la 
justicia, tales como las siguientes: el deber de absoluta lealtad, el deber de 
denunciar a la autoridad los hechos punibles de cuya comisión tenga conocimiento 
y que deban investigarse de oficio, la obligación de indemnizar los daños y 
perjuicios causados por el hecho punible, la obligación del tercero civilmente 
responsable de indemnizar los perjuicios, el deber de los asesores especializados 
designados por el funcionario judicial, públicos o privados, de prestar la 
colaboración exigida, la aplicación de sanciones para quien no presta la 
colaboración para la realización de cualquier prueba durante la actuación procesal, 
el deber de rendir testimonio, tipificando como delito el faltar a la verdad, la 
estipulación de excepciones del deber de declarar, por razones de  solidaridad. 
 
- PRINCIPIO DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
 
Si hay respeto a los derechos ajenos y no abuso de los propios, son pocos los 
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conflictos entre las personas, entre las organizaciones y entre éstas y aquéllas, 
asegurándose de esta manera la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 
justo, tal como lo quiere la Constitución. Pero, si hay conflictos, éstos han de ser 
resueltos en forma pacífica con la participación de quienes los afectan, bien sea 
directamente por las partes involucradas o acudiendo a los jueces, si no hay 
acuerdo entre los interesados. 
 
Es entonces el acceso a la administración de justicia garantía de la convivencia y 
del orden justo, porque el conflicto que no pueda ser resuelto por las partes 
involucradas de manera pacífica, debe ser solucionado por un tercero imparcial, 
que es el juez. 
 
De nada sirve que se establezcan instituciones dispensadoras de justicia las 
distintas jurisdicciones, mecanismos de protección de los derechos fundamentales 
–habeas Corpus acción de tutela, acción de cumplimiento, acciones populares, 
acciones de inconstitucionalidad y nulidad, la consagración del debido proceso, el 
establecimiento de la administración de justicia como función estatal, el 
sometimiento de los jueces al imperio de la ley y la aplicación de ésta con 
observancia del principio de igualdad y otros, si no se señalan términos judiciales y 
la perentoria exigencia de su cumplimiento, para que dentro de los mismos se 
adopten las decisiones que pongan fin a las controversias sometidas a 
conocimiento de los jueces. 
 
El acceso a la administración de justicia es el derecho que tiene toda persona de 
obtener: la actividad del aparato jurisdiccional demandada, la iniciación del 
proceso, si a ello hubiere lugar, la posición real de ser escuchada, evaluados sus 
argumentos y alegaciones y tramitadas sus peticiones, a lo largo de la actuación y 
hasta la terminación de la misma y la ejecución de la respectiva sentencia. Esto 
pone de manifiesto que el acceso a la administración de justicia es inescindible del 
debido proceso. 
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Desde el punto de vista material, entonces el acceso a la administración de justicia 
no se concreta sólo en el derecho que tiene la persona de acudir ante el 
funcionario judicial, sino también en la garantía de obtener una resolución 
oportuna, pues la permanencia indefinida a la expectativa de la solución al caso, 
es especial cuando quien la espera es el imputado, ocasiona necesariamente 
perjuicios. 
 
Los derechos a que se resuelvan  los recursos interpuestos a que lo que se decida 
en una providencia se haga conforme a las normas procesales, y a que no se 
incurra en omisiones o dilaciones injustificadas en las actuaciones que 
corresponden al juez como autoridad pública, hacen parte integral y fundamental 
del derecho al debido proceso, y al acceso efectivo a la administración de justicia. 
 
El proceso, como conjunto de actos sucesivos y coordinados, cuya finalidad es la 
de resolver los conflictos o aplicar las sanciones a que haya lugar, conlleva la 
obligación para que en sus diversas etapas o momentos procesales las 
actuaciones que se expidan sean con arreglo a las reglas propias del debido 
proceso, Es aquí, entonces, donde radica el principio según el cual se deben 
observar en cada caso las garantías constitucionales y legales de manera que se 
pueda culminar con una decisión impregnada de justicia y legalidad. 
 
Conforme a lo anterior, la denegación o inobservancia durante alguna de las 
etapas del proceso de esas reglas sin causa que lo justifique o razón que lo 
sustente, se constituye en una trasgresión del ordenamiento jurídico y legal, y 
consecuentemente, de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso 








Desarrollado como ha sido el presente trabajo investigativo, llegan a condensarse 
de manera objetiva y con alguna precisión varios aspectos que fueron materia de 
planteamiento del problema, que dejan al descubierto la utilización por parte de los 
funcionarios judiciales y aun de los abogados litigantes la protección del debido 
proceso como mecanismo de control y a la vez de garantías constitucional en 
favor de los sujetos procesales y muy particularmente del procesado, como sujeto 
pasivo de la acción  penal, que es quien concurre las mejores bondades e este 
mecanismo. 
 
Analizados algunos textos sobre el debido proceso, la jurisprudencia y sentencias 
proferidas por la Corte Constitucional, La Corte Suprema de Justicia y el 
Honorable Tribunal Superior de Justicia se determinó que  el número de procesos 
penales cuyas actuaciones se ven viciadas por irregularidades que no van al 
debido proceso sincero, es realmente reducido, ya que los funcionarios judiciales 
han sido cuidadosos de no violar los elementos que consagra el artículo 29 de la 
Constitución Política de Colombia. 
 
Del estudio efectuado se pudo comprobar la importancia del tema, como 
salvaguardar de los derechos fundamentales, como la manera de corregir errores 
procesales que perjudican a los intervinientes, como manifestación material del 
Estado social del derecho y como garantía  de la validez y acatamiento de normas 
de la ritualidad de proceso, en aras de preservar los principios constitucionales. 
 
Pero de lo que sí llama enormemente la atención es el cúmulo de procesos que se 
manejan en los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, que 
sólo resuelven las peticiones que ante ellos se hacen, pero en modo alguno las 
solucionan de forma oficiosa, como en sentir de nosotros debe realizarse. Se logró 
observar que en muchas ocasiones el interno y sus abogados deben acudir al 
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derecho de petición para que las Instituciones Carcelarias envíen la 
documentación pertinente al Juez Ejecutor para que éste entre a dar respuesta a 
sus requerimientos. 
 
También es un fiel pensamiento que en todas las cárceles distritales en cada patio 
debe contar con un equipo de cómputo para que el interno sepa cuánto tiempo le 
falta por cumplir su pena, teniendo en cuenta las redenciones por trabajo, estudio 
y enseñanza, y con la instalación de software que precise el tiempo que lleva, para 
efectos de solicitar la libertad condicional, los requisitos para todos los subrogados 
a los que tiene derecho, o en su defecto expedir una cartilla práctica (o bien copia 
de este proyecto en sus aspectos primordiales) para que el condenado sepa los 
derechos que tiene y la fecha exacta en que los puede pedir, y de esta forma 
evitar el desgaste y congestión de los Juzgados de Ejecución de Penas que 
muchas veces, por no decir la mayoría, ante cierto tipo de peticiones debe 
devolverlas porque les falta cumplir con aspectos objetivos, como es el caso de las 
2/3 partes para la solicitud de la libertad condicional (Ley 906 de 2004) o las 3/5 
(Ley 600 de 2000), las 4/5 para los permisos de fin de semana, o la libertad 
preparatoria entre otros. 
 
Finalmente se determinó, haciendo un estudio de los diferentes textos que hacían 
referencia al debido proceso como garantía constitucional, que se ha logrado un 
gran avance legislativo al transcurrir del tiempo; toda vez que dando prioridad a la 
aplicación de la Constitución Nacional se han ampliado los principios que tienden 
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